
enlaceparlamentariomorena@gmail.com 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Índice 
 

Iniciativas 
 

De la Dip. Julieta Kristal Vences Valencia con 

proyecto de decreto por el que se deroga el artículo 

10 de la Ley General de Población                       2 

 

Del Dip. Ulises García Soto con proyecto de 

decreto por el que se adicionan siete artículos a la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, en materia de sesiones 

públicas                                                                 4 

 

De las diputadas integrantes de la Comisión de 

Igualdad de Género con proyecto de decreto que 

reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, la Ley General en Materia de 

Delitos Electorales, la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley 

General de Partidos Políticos y la Ley Orgánica de 

la Fiscalía General de la República                        10 

 

Del Dip. Francisco Javier Borrego Adame con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 70 de la Ley de Caminos, Puentes y 

Autotransporte Federal, y se adiciona una fracción 

XIII al artículo 40 de la Ley de Puertos, en materia 

de verificación de pesos y dimensiones               25 

 

Del Dip. Francisco Javier Borrego Adame con 

proyecto de decreto por el que adiciona un 

segundo y tercer párrafo al artículo 39 a la Ley de 

Caminos, Puentes y Autotransporte Federal        31 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Del Dip. Irineo Molina Espinoza con proyecto de 

decreto por el que se reforma el artículo 23 de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal y se reforma el numeral 3 del artículo 79 

del Reglamento de la Cámara de Diputados       38 

 

Del Dip. Alejandro Carvajal Hidalgo con proyecto 

de decreto que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y la Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación                                                           43 

 

Del Dip. Alejandro Carvajal Hidalgo con proyecto 

de decreto que reforma y adiciona el artículo 254, 

inciso 1, fracción g de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales          52 

 

 

 

 

 

   

  

         
 
      

           Año 1       Palacio Legislativo de San Lázaro, viernes 26 de abril de 2019       No. 23 
 

 

 

 

 

 

      Año 1                      Palacio Legislativo de San Lázaro, lunes 11 de febrero de 2019                  No.  1 

 

 



Enlace Parlamentario 2  

 

Viernes 26 de abril de 2019 

INICIATIVAS 

 

DE LA DIP. JULIETA KRISTAL VENCES 

VALENCIA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE DEROGA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY 

GENERAL DE POBLACIÓN 

 

La que suscribe, Julieta Kristal Vences Valencia, 

diputada de la legislatura LXIV, del Grupo 

Parlamentario de Morena, de está Honorable de 

Cámara de Diputados, con fundamento en el 

artículo 71, fracción II y 72, inciso H) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; artículo 6 numeral uno, fracción I, 77 

numeral uno y dos, 78 y 102 numeral dos, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión somete a 

consideración de esta soberanía la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que deroga el artículo 

10 de la Ley General de Población. 

 

Exposición de motivos 

 

Que en virtud de los cambios sociales y jurídicos 

que se han tenido en nuestro país, se han hecho 

bastantes reformas y adecuaciones a las leyes que 

forman el Sistema Jurídico Mexicano y las cuales 

en su gran mayoría son para el beneficio de la 

sociedad. 

 

Pero también es cierto que cuando se hacen 

reformas a las leyes se pueden cometer omisiones 

que no cumplen con la técnica legislativa, tal es así 

que la presente iniciativa tiene como finalidad 

subsanar una omisión que se realizó en la Ley 

General de Población, en su artículo 10, esto en 

atención a lo siguiente: 

 

Que con fecha 25 de mayo del 2011 se publicó en 

el Diario Oficial de la Federación, el “Decreto por 

el que se expidió la Ley de Migración y reforma, 

deroga y adiciona diversas disposiciones de la Ley 

General de Población, del Código Penal Federal, 

del Código Federal de Procedimientos Penales, de 

la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, 

de la Ley de la Policía Federal, de la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público, de la 

Ley de Inversión Extranjera, y de la Ley General 

de Turismo.” 

 

El Decreto anteriormente sólo por lo que respecta 

a la Ley General de Población, para reformar, 

derogar y adicionar diversos artículos de ésta 

legislación,  señaló en su exposición de motivos lo 

siguiente: “…La LGP, promulgada en 1974, que 

tiene como objeto regular los fenómenos que 

afectan a la población en cuanto a su volumen, 

estructura, dinámica y distribución en el territorio 

nacional, con el fin de lograr que participe justa y 

equitativamente de los beneficios del desarrollo 

económico y social; representó un hito a nivel 

mundial por su acertada respuesta a la situación 

demográfica del México de aquella época. Esta 

ley orientó los esfuerzos gubernamentales a que 

las personas decidieran de manera responsable, 

informada y libre el tamaño de su descendencia y 

su espaciamiento. También propició, mediante 

procesos educativos y de comunicación en 

población, una más sólida cultura demográfica; y 

favoreció una mayor, más amplia e igualitaria 

participación de la mujer en los procesos de 

desarrollo. Fue una respuesta vanguardista a la 

dinámica de la población que se distinguía por un 

acelerado crecimiento, el cual multiplicaba las 

demandas de los servicios de educación, salud, 

vivienda y empleo, imponiendo enormes desafíos 

al desarrollo nacional.- Sin embargo, las 

disposiciones de esta Ley en materia migratoria 

fueron retomadas de la Ley General de Población 

de 1936 y 1947, lo que tuvo sentido en su 

momento, ya que los cambios del movimiento 

internacional de personas no habían sido tan 

profundos como lo son ahora. No obstante que la 

Ley fue reformada en diversas oportunidades, 

siendo las más profundas las de 1990, 1996 y 

2008, logrando con esta última un gran avance en 

materia de protección a los derechos de los 

migrantes con la despenalización de la migración 

irregular en nuestro país, este marco jurídico 

resulta limitado para atender de manera 

adecuada las dimensiones y particularidades de 

movimientos internacionales de personas y 

procesos migratorios en México. Más aún cuando 

nuestro país ha firmado y ratificado diferentes 

instrumentos jurídicos internacionales que le 
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imponen obligaciones sobre todo en materia de 

protección a los derechos de los migrantes, 

contribución al reforzamiento de la seguridad 

hemisférica, fronteriza y regional, y atención 

especial a grupos vulnerables dentro de los flujos 

migratorios…” 

 

En virtud de lo anterior, se derogó de la Ley 

General de Población todo lo concerniente al tema 

migratorio, para que la Ley de Migración regulara 

lo referente a este tema, en consecuencia, el 

capítulo II de la Ley General de Población titulado 

de “Migración”, fue derogado, entre otros, y es en 

este capítulo donde se encuentra el artículo 10 

objeto de la presente iniciativa. 

 

Que con fecha 9 de abril del 2012 se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación, el “Decreto por 

el que se reforman diversas Leyes Federales, con 

el objeto de actualizar todos aquellos artículos que 

hacen referencia a las secretarías de estado cuya 

denominación fue modificada y al Gobierno del 

Distrito Federal en lo conducente; así como 

eliminar la mención de los departamentos 

administrativos que ya no tienen vigencia”, que en 

su artículo Quincuagésimo noveno, establecía: Se 

reforma el artículo 10, primer párrafo de la Ley 

General de Población, para quedar como sigue: 

Articulo 10. Es facultad exclusiva de la Secretaría 

de Gobernación fijar los lugares destinados al 

tránsito de personas y regular el mismo, por 

puertos marítimos, aéreos y fronteras, previa 

opinión de las secretarias de Hacienda y Crédito 

Público, Comunicaciones y Transportes, Salud, 

Relaciones Exteriores, Agricultura, Ganadería, 

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y en su 

caso la de Marina; asimismo consultará a las 

demás dependencias y organismos que juzgue 

conveniente. 

 

Por lo que el decreto antes mencionado no tomó 

en cuenta que el artículo que reformaba, ya había 

sido derogado mediante decreto de fecha 25 de 

mayo del 2011, antes de su derogación, el artículo 

10 de la Ley General de Población, señalaba lo 

siguiente:  

 

Artículo 10.- Es facultad exclusiva de la Secretaría 

de Gobernación fijar los lugares destinados al 

tránsito de personas y regular el mismo, por puertos 

marítimos, aéreos y fronteras, previa opinión de las 

secretarías de Hacienda y Crédito Público, 

Comunicaciones y Transportes, Salubridad y 

Asistencia, Relaciones Exteriores, Agricultura y 

Ganadería y en su caso la de Marina; asimismo 

consultará a las demás dependencias y organismos 

que juzgue conveniente. 

Las dependencias y organismos que se mencionan, 

están obligados a proporcionar los elementos 

necesarios para prestar los servicios que sean de sus 

respectivas competencias. 

 

En consecuencia, existió una omisión en la técnica 

legislativa del proceso legislativo, en virtud de que 

no se percataron de esta situación al momento de 

la aprobación del decreto publicado el 9 de abril 

del 2012 en el Diario Oficial de la Federación, ya 

que específica reformar al primer párrafo del 

artículo 10, cuando ya había sido derogado. 

 

Por su parte la Ley de Migración en su artículo 31 

señala:  
Es facultad exclusiva de la Secretaría fijar y suprimir 

los lugares destinados al tránsito internacional de 

personas por tierra, mar y aire, previa opinión de las 

Secretarías de Hacienda y Crédito Público; de 

Comunicaciones y Transportes; de Salud; de 

Relaciones Exteriores; de Agricultura, Ganadería, 

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, y en su 

caso, de Marina. Asimismo, consultará a las 

dependencias que juzgue conveniente. 

Las dependencias que se mencionan están obligadas 

a proporcionar los elementos necesarios para 

prestar los servicios correspondientes a sus 

respectivas competencias. 

 

En virtud de todo lo antes expuesto y debidamente 

fundado, me permito someter a la consideración de 

esta soberanía, la siguiente: 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE DEROGA EL 

ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DE 

POBLACIÓN. 

 

Único. - Se deroga el artículo 10 de la Ley General 

de Población. 

 

Artículo 10.- (Se deroga)  
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Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril 

del 2019. 

 

Dip. Julieta Kristal Vences Valencia 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. ULISES GARCÍA SOTO CON PROYECTO 

DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN SIETE 

ARTÍCULOS A LA LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA, EN MATERIA DE SESIONES PÚBLICAS 

 

El suscrito, Ulises García Soto, diputado federal 

integrante de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en el 

artículo 71 fracción II de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6 

numeral 1 fracción I; 77 numeral 1 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta soberanía la presente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

adicionan  siete artículos a la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

en materia de sesiones públicas, al tenor del 

siguiente: 

 

Planteamiento del problema 

 

La construcción de una nación democrática es un 

proceso continuo, perfectible en todo momento, 

con el objetivo de brindar mejores condiciones de 

desarrollo a la ciudadanía. Dicho proceso implica 

el reconocimiento por parte del gobierno y de los 

gobernados, por lo que es necesaria una cultura de 

legalidad y transparencia en diferentes ámbitos, 

pero sobretodo en el ejercicio del poder. 

Es importante reconocer que en las últimas 

décadas México ha tenido un gran avance en 

materia de acceso a la información pública. Es así 

como se debe hacer un recuento cronológico. 

 

Es fundamental partir desde el artículo 6° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual es el pilar del derecho a la 

información que a la letra dice en sus dos primeros 

párrafos: 

 
Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será 

objeto de ninguna inquisición judicial o 

administrativa, sino en el caso de que ataque a la 

moral, la vida privada o los derechos de terceros, 

provoque algún delito, o perturbe el orden público; 

el derecho de réplica será ejercido en los términos 

dispuestos por la ley. El derecho a la información 

será garantizado por el Estado. 

 

Toda persona tiene derecho al libre acceso a 

información plural y oportuna, así como a buscar, 

recibir y difundir información e ideas de toda índole 

por cualquier medio de expresión. 

 

Este artículo ha tenido gran trascendencia en 

cuanto al sistema jurídico que salvaguarda el 

derecho a la información, por lo que ha tenido 

distintas reformas. Las reformas y adiciones 

correspondientes a los años 2007 y 2013 

ampliaron estas garantías a fin de que el Estado 

brindara la certeza de acceso a la información 

oportuna y plural. 

 

A pesar de lo anterior, en el año 2002 se vio la 

necesidad de aprobar la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, la cual entró en vigor el 11 de 

junio del 2002, ordenamiento que tenía como 

propósito hacer más transparente las acciones del 

gobierno federal. Sin embargo, las reformas 

constitucionales siguieron siendo un pendiente 

que se atendió hasta cinco años después.  

 

Con dichos antecedentes, se puso a disposición de 

la ciudadanía la información relevante, acciones, 

políticas, procedimientos, organización y recursos 

de las instituciones públicas a nivel federal. 
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Así también, se contemplan diversos objetivos 

como el proveer lo necesario para que toda 

persona pueda tener acceso a la información 

mediante procedimientos sencillos y expeditos; 

garantizar la protección de los datos personales en 

posesión de los sujetos obligados; favorecer la 

rendición de cuentas a los ciudadanos; mejorar la 

organización, clasificación y manejo de los 

documentos y, en general, contribuir a la 

democratización de la sociedad mexicana. 

 

De conformidad a las disposiciones de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental nace el 

Instituto Federal de Acceso a la Información y 

Protección de Datos (IFAI), encargado de 

garantizar que todas las dependencias del gobierno 

federal en México hagan pública toda la 

información relacionada a la asignación de 

recursos, así como los criterios para la toma de 

decisiones de cada dependencia. 

 

Desde esta tesitura surge en el 2003 el Reglamento 

de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental con el fin de 

garantizar y hacer operativas las disposiciones de 

la ley. Hasta ese momento se había generado un 

gran avance al acceso a la información pública y 

que de igual forma significa que aún se tenía 

mucho por establecer en el marco jurídico con 

respecto a la transparencia de los gobiernos y 

rendición de cuentas a la ciudadanía. 

 

Se incorporaron herramientas para mejorar de 

manera más óptima el derecho a la información, 

por lo que se realizó una reforma al artículo sexto 

constitucional el año 2007. Es así como se 

adiciona un segundo párrafo con siete fracciones 

al artículo sexto de la Constitución Política de los 

Estados Unido Mexicanos, y se introduce de 

manera más explícita el derecho de acceso a la 

información, haciendo que sea acorde con la Ley 

Federal de Transparencia y de Acceso a la 

Información Pública Gubernamental. 

 

En adición a la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental, 

surge la Ley Federal de Protección de Datos 

Personales en Posesión de los Particulares 

publicada en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF) el 5 de julio de 2010; donde se diseñó una 

serie de principios y deberes que garantizan el 

debido tratamiento de los datos personales por 

parte de las personas físicas y morales de carácter 

privado que lleven a cabo uso de estos mismos. 

Por lo que algunos principios que se reconocen son 

los de limitación de la recolección, el de la 

integridad de la información personal y el de 

modificar, rectificar y cancelar los datos 

personales. 

 

En mayo de 2015 se origina una reforma 

constitucional con el objeto de iniciar procesos 

legislativos que requieran más participación de la 

sociedad, es por eso que se crea la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(LGTAIP). Lo que permitió distribuir de mejor 

manera las competencias entre organismos 

garantes al acceso a la información de la 

Federación y de las entidades federativas; así 

mismo se define la integración de un Sistema 

Nacional de Transparencia, y da paso a la 

incorporación del principio de “Gobierno 

Abierto”, que sin duda alguna es de importancia 

con lo que respecta a instaurar sesiones públicas. 

 

Por lo anterior, la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública se fundamenta en 

la necesidad de modificar el marco normativo que 

regule el acceso a la información pública, ya que 

se presentan nuevas figuras y una autonomía 

constitucional que debe contener disposiciones 

secundarias que le permitan llevar a cabo nuevos 

procesos. Con ello se permite a la ciudadanía 

acceder de forma íntegra a la información 

requerida en ejercicio de su derecho de acceso a la 

información. 

 

Asimismo, con la LGTAIP, el “Instituto Federal 

de Acceso a la Información y Protección de Datos” 

(IFAI) cambia su nombre por el “Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales” 

(INAI). Este cambio genera la creación de nuevas 

atribuciones que lo consolidan como un 

organismo garante a nivel federal.  
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Sin embargo, en el 2016 se abroga la Ley Federal 

de Transparencia y a Acceso a la Información 

Pública Gubernamental y se expide la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública (LFTAIP) el 9 de mayo de 2016; esta ley 

tiene por objeto proveer lo necesario, en el ámbito 

federal, para garantizar el derecho de acceso a la 

información pública en posesión de cualquier 

autoridad que ley establezca. Este marco 

normativo señala que toda la información 

generada, obtenida, adquirida, transformada o en 

posesión de los sujetos obligados en el ámbito 

federal es pública y accesible a cualquier persona, 

salvo las excepciones previstas. 

 

En la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública se hace mención del 

principio de gobierno abierto emanado de la 

LGTAIP, que significa que las Cámaras del 

Congreso, el Poder Ejecutivo Federal, el Poder 

Judicial de la Federación y los demás que 

establezca la ley, deberán establecer políticas para 

conducirse de forma transparente y  que además 

deberán generar las condiciones que permitan la 

participación de ciudadanos y grupos de interés, 

con el  fin de crear mecanismo para rendir cuentas 

de sus acciones. 

 

Y, por último, está la Ley General de Protección 

de Datos Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados publicada en el DOF el 26 de enero de 

2017, que tiene como objetivo establecer bases, 

principios y procedimientos para garantizar el 

derecho que tiene toda persona a la protección de 

datos personales, en posesión de sujetos obligados 

en el ámbito federal, estatal y municipal, cualquier 

autoridad, entidad, órgano y organismo de los 

poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 

autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 

fondos públicos, del ámbito federal, estatal y 

municipal. Por lo que esta ley representa un 

progreso significativo en materia de protección de 

datos, es así como cualquier persona podrá estar 

segura de que sus datos personales serán utilizados 

de manera adecuada en cualquier parte del país. 

 

Ante este panorama de avance en materia de 

transparencia y acceso a la información pública, 

consideramos que es necesario seguir 

incorporando mecanismos que permitan a la 

ciudadanía hacerse de la información que emane 

de los organismos de gobierno. Es por ello que el 

planteamiento de la presente iniciativa es 

modificar la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, a fin de 

garantizar la transparencia en las sesiones públicas 

de los entes obligados. 

 

Aunque han existido diversos mecanismos para 

garantizar la transparencia y acceso a la 

información, es de considerarse que no es 

suficiente, ya que se necesita un mecanismo claro 

que permita a la ciudanía poder informarse sobre 

asuntos públicos. El “derecho a saber” es el 

objetivo central de la propuesta; derecho que debe 

ser progresivo, constante y con un alto grado de 

eficiencia; a fin de consolidar la democracia que 

se ha implantado en nuestro país.  

 

Por último, la presente iniciativa pretende 

incorporar un elemento que le sirva a las personas 

a tener mayor control y acceder a la información 

sobre los asuntos de la administración pública.  Es 

por ello, que se presenta la adición de las sesiones 

públicas en la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, bajo los 

siguientes: 

 

Argumentos 

 

El objetivo de la presente iniciativa es brindar un 

instrumento jurídico que le permita al ciudadano 

informarse presenciando las reuniones donde los 

organismos de gobierno toman decisiones.  La 

importancia surge debido a que, en la actualidad, 

la transparencia y el derecho de acceso a la 

información pública se ha convertido en un 

requisito indispensable de una gestión 

gubernamental que ostente como democracia. 

 

Resulta conveniente mencionar que muchas veces 

la toma de decisiones por parte de actores políticos 

es de manera privada, lo que genera que no sea de 

forma totalmente transparente; por lo tanto, las 

sesiones públicas coadyuvan a hacer visible los 

procesos de discusión y aprobación de medidas de 
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las autoridades y órganos de gobiernos colegiados. 

Y aunque en esta propuesta se habla de sesiones 

públicas cerradas, es de mencionarse que cubre lo 

necesario para que no viole el principio de 

transparencia. 

 

De esta forma, la transparencia es elemento que 

garantiza la confianza entre los gobernados y 

gobernantes. Su función es dar a conocer a los 

ciudadanos de forma clara la acción 

gubernamental utilizando opciones nuevas de 

transparentar como lo es la propuesta de la 

presente iniciativa; las sesiones públicas. 

 

Por lo tanto, el que los sujetos obligados tengan 

como deber realizar sesiones públicas, permite al 

ciudadano acceder a la información de las 

acciones de gobierno de manera presencial y/o a 

distancia. De esta forma las sesiones públicas son 

un instrumento para reducir la desconfianza 

social; y posibilita nuevas formas de control 

democrático e impulsa el principio de gobierno 

abierto. 

 

El gobierno abierto establece como eje rector que 

las autoridades permitan la comunicación fluida y 

una interacción entre el gobierno y la ciudadanía, 

esto con el fin de que la ciudadanía “aproveche la 

apertura de nuevos canales de participación que 

podrá colaborar activamente con la gestión de 

gobierno, promoviendo componentes 

participativos de la democracia” (Ozlak, O. 2013). 

 

Por lo que las sesiones públicas deben ser vistas 

desde el principio del gobierno abierto, y es que 

esta nueva visión no sólo se refiere al derecho de 

las personas a tener acceso a los documentos del 

gobierno, sino a lograr la transparencia de forma 

presencial en el momento de la toma de decisiones 

de los cuerpos colegiados; de esta forma también 

se permite conocer a los ciudadanos y comunicar 

o compartir las acciones de gobierno. 

 

Un fundamento esencial de la democracia es la 

interacción entre gobierno y ciudadano, la cual se 

logra más fácilmente cuando el ciudadano está 

informado para adquirir compromisos. De ahí que 

lograr el acceso a la información del gobierno 

mediante las sesiones públicas se convierte en una 

técnica clave para alcanzar mayor interacción 

entre ambos actores. 

 

Es así, como las sesiones públicas deben formar 

parte de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 

a la Información, no solamente de forma 

enunciativa, sino con las disposiciones que 

permitan ejecutar este derecho de forma práctica. 

Esto conllevaría al fortalecimiento de la 

ciudadanía y de la sociedad civil, respecto a la 

participación de asuntos públicos, y a la obtención 

de información. 

 

Si bien es cierto que el artículo 67 fracción II 

inciso A de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública señala que las 

Cámaras del Honorable Congreso de la Unión 

deberán propiciar el acceso al público a las 

sesiones y audiencias que estas realicen, es 

necesario establecer que no solamente el Poder 

Legislativo resuelve y toma decisiones con 

cuerpos colegiados; sino que el Poder Judicial y el 

Poder Ejecutivo cuentan con diversos órganos de 

toma de decisiones que deben abrir al público las 

reuniones que estos realicen. 

 

En consecuencia, a pesar de que la ley en comento 

prevé las sesiones públicas y el gobierno abierto; 

es importante señalar de manera clara y precisa los 

derechos y las obligaciones tanto de los órganos 

de gobierno obligados, como de la ciudadanía, a 

fin de normar dicho bien jurídico y que este sea 

asequible a la población. 

 

Es en consecuencia que las adiciones de los 

artículos propuestos deben insertarse 

posteriormente al artículo 67, como 67 Bis y hasta 

el 67 Octies. 

 

En los artículos 67 Bis y Ter, se establece el deber 

de los organismos obligados por el artículo 66 a 

que todas sus sesiones públicas de cuerpos 

colegiados sean de manera pública y abierta, a 

menos que se haya convocado a una sesión 

cerrada. Asimismo, se establece de manera clara y 

precisa que todo individuo tiene el derecho de 

videograbar y transmitir las sesiones públicas con 
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cualquiera de los medios electrónicos que cuente 

la propia ciudadanía. 

 

En el artículo 67 Quater se establece que los 

asistentes podrán seguir las sesiones públicas de 

manera pacífica y sin alterar el orden y solicitar 

acceso a las actas que se levanten de las mismas. 

 

En el artículo 67 Quinquies se establecen las 

causas justificadas para negar el acceso a una 

sesión pública; mientras que en los artículos 67 

Sexies y Septies se señalan las condiciones y las 

razones para convocar a una sesión cerrada. 

 

Por último, se establece en el artículo 67 Octies 

que en las sesiones cerradas no podrán tratarse 

asuntos generales y que será necesario levantar 

actas de los acuerdos tomados en las sesiones 

cerradas y que estas deberán ser tratados conforme 

al título cuarto de la misma ley, relativo a la 

información clasificada.  

 

Con la adición de los artículos propuestos no se 

dejará al arbitrio de las autoridades la 

interpretación del derecho de la ciudadanía a 

asistir a las sesiones de los órganos colegiados de 

gobierno. Asimismo, se amplía la obligación de 

hacer públicas las sesiones de cuerpos colegiados 

a los poderes Ejecutivo, Judicial y organismos 

autónomos previstos por la constitución. 

 

Si bien es cierto que los postulados del gobierno 

abierto señalan al ciudadano como coparticipe en 

la toma de decisiones; es fundamental seguir 

incorporando elementos a fin de instrumentar 

estos principios de la transparencia y el acceso a la 

información. Como ya se ha dicho, para acceder a 

la información tenemos que partir desde que el 

ciudadano puede presenciar las tomas de 

decisiones, por lo menos, de los cuerpos 

colegiados de gobierno. 

 

Las sesiones públicas son parte de las acciones que 

la cuarta transformación debe emprender para 

combatir y abatir la corrupción, mejorar el 

desempeño de las instituciones y que estas tengan 

un mayor contacto con la ciudadanía y con la 

sociedad civil.       

Fundamento legal 

 

El que suscribe, en ejercicio de la facultad que 

confiere el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y el artículo 77 numeral 1 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta soberanía el siguiente 

proyecto de decreto: 

 

Decreto por el que se adicionan siete artículos a 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública en materia de Sesiones 

Públicas.  

 

Único. - Se adicionan siete artículos de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para quedar de la siguiente 

manera:   

 

Art. 67 Bis. – Los sujetos obligados, señalados 

en el artículo 66 de esta Ley, deberán realizar 

sus reuniones de órganos colegiados en sesiones 

públicas con el objeto de proveer y garantizar 

el acceso a la información. 

 

Art. 67 Ter. - Toda sesión pública de los sujetos 

obligados deberá ser abierta, convocada con 

cuarenta y ocho horas de anticipación minina y 

en presencia de la ciudadanía, excepto cuando 

se convoque a sesión cerrada conforme a la 

normatividad aplicable. 

 

En las sesiones públicas se garantizará el acceso 

a todo individuo conforme al aforo de las 

instalaciones donde se realicen, asimismo, se 

permitirá tomar nota, fotografiar, audio 

grabar, video gravar, o transmitir audio y video 

de lo acontecido en la reunión, incluso en 

tiempo real. 

 

Se deberá levantar acta de toda sesión pública 

y deberán estar disponibles al público a más 

tardar diez días después de haberse llevado a 

cabo la sesión. 

 

Art. 67 Quáter. - Todo individuo tiene derecho 

a presenciar en calidad de oyente las sesiones 
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públicas de forma ordenada, pacífica y sin 

alterar el orden de las mismas; así mismo tiene 

derecho a solicitar accesos a las actas de las 

sesiones públicas. 

 

Art. 67 Quinquies. - Los sujetos obligados 

deberán garantizar que las sesiones públicas se 

lleven a cabo de forma gratuita; por lo que no 

se podrá negar el acceso a las sesiones sin causa 

justificada. 

 

Se entiende como casusa justificada los 

siguientes casos: 

 

I. Cuando las instalaciones designadas 

para llevarse a acabo la sesión se 

encuentren al límite de sus capacidades. 

II. Cuando el ciudadano altere el 

desarrollo de la sesión 

III. Cuando se trate de una sesión 

cerrada 

Si fuese el caso, los sujetos obligados 

podrán hacer uso de fuerza pública y de 

las autoridades civiles para mantener el 

orden de las sesiones. 

 

Art.67 Sexies. - Para que los sujetos obligados 

puedan realizar una sesión cerrada, se deberán 

cumplir con las siguientes obligaciones: 

 

I. Deberá formularse una moción de 

sesión cerrada por alguno de los 

integrantes con facultad de voz y voto. 

II. La moción de sesión cerrada deberá 

realizarse dentro de una sesión pública. 

III. La moción de sesión cerrada deberá 

votarse y deberá ser aprobada por la 

mayoría de los integrantes del organismo 

público presentes en la sesión pública. 

IV. En la sesión pública previa a la sesión 

cerrada deberá exponerse el orden del día 

y asuntos a tratar de la sesión cerrada. 

 

Art. 67 Septies. - La razones para realizar una 

moción de sesión cerrada y de llevar a cabo la 

sesión son: 

 

I. Asuntos sobre seguridad pública 

II. Información que por disposición 

expresa de una ley sea considerada 

confidencial, reservada o gubernamental 

confidencial.  

III. Información respecto a procesos 

jurisdiccionales 

IV. Información de una persona en 

específico, en la cual se pueda ver 

vulnerada su intimidad, sus datos 

personales, o su integridad.   

V. Asuntos de seguridad nacional. 

 

Art. 67 Octies. - En ninguna sesión cerrada se 

podrán tratar asuntos generales.  

 

En las sesiones cerradas se deberá levantar acta 

de las resoluciones, y acuerdos tomados. El acta 

de sesiones cerradas se guardará y se le dará 

tratamiento según lo indicado en el Titulo 

CUARTO de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública. 

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor 

treinta días después de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

Segundo. -Los sujetos obligados por esta Ley 

reformarán sus leyes orgánicas, reglamentos o 

cualquier otra normatividad interna para adecuarla 

a esta legislación.   

 

Palacio Legislativo de San Lázaro 23 abril de 2019 

 

Dip. Ulises García Soto 
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DE LAS DIPUTADAS INTEGRANTES DE LA 

COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, LA LEY GENERAL EN 

MATERIA DE DELITOS ELECTORALES, LA LEY 

GENERAL DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, LA LEY 

GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS Y LA LEY 

ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA 

 

Las diputadas federales de la LXIV Legislatura, 

integrantes de la Comisión de Igualdad de Género, 

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como los artículos 77, numeral 1, 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

sometemos a consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la 

cual se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de Ley Generales de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley 

General en Materia de Delitos Electorales, la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales y la Ley General de Partidos Políticos. 

 

Exposición de motivos 
 

Para dar inicio a la siguiente exposición de 

motivos, es necesario contextualizar los referentes 

históricos de la violencia política en México, ya 

que este fenómeno ha estado enraizado en el actuar 

político de nuestro país desde antes de la 

promulgación de la Constitución de 1917,  donde 

por primera vez se abrió la discusión de los 

derechos político-electorales de las mujeres 

mexicanas, toda vez que la sufragista Hermila 

Galindo, en aquel entonces ocupante de la 

secretaría particular del presidente en turno, el 

General Venustiano Carranza Garza, sugirió al 

mismo que estos derechos fueran reconocidos por 

el constituyente del momento; quedando como 

antecedentes por primera vez en el diario de los 

debates gracias a tres iniciativas presentadas, dos 

a favor y una en contra, promovidas por la C. 

Hermila Galindo Acosta, el aliado C. General S. 

González Torres y por la C. Inés Malváez, 

respectivamente. 

 

Durante la discusión vertida, la balanza 

argumentativa claramente se inclinó en contra del 

reconocimiento de los derechos político-

electorales de las mujeres, tomando como base 

planteamientos que afirmaban la incapacidad de 

ciertas ciudadanas para ejercer la responsabilidad 

de las decisiones del Estado, como se expone en el 

extracto del Diario de los Debates del 

Constituyente de 1917 que a continuación se 

vierte:  

 
El hecho de que algunas mujeres excepcionales 

tengan las condiciones necesarias para ejercer 

satisfactoriamente los derechos políticos no funda la 

conclusión de que éstos deben concederse a las 

mujeres como clase. La dificultad de hacer la 

selección autoriza la negativa. La diferencia de los 

sexos determina la diferencia en la aplicación de las 

actividades; en el estado en que se encuentra nuestra 

sociedad, la actividad de la mujer no ha salido del 

círculo del hogar doméstico, ni sus intereses sé han 

desvinculado de los miembros masculinos de la 

familia; no han llegado entre nosotros a romperse la 

unidad de la familia, como llega a suceder con el 

avance de la civilización; las mujeres no sienten, 

pues, la necesidad de participar en los asuntos 

públicos, como lo demuestra la falta en todo 

movimiento colectivo en ese sentido. 

 

Por lo anterior, es de suma relevancia mencionar 

en esta iniciativa que, en el contexto histórico, la 

lucha por la conquista de los derechos de las 

mujeres surgió de un movimiento filosófico, 

político, social y cultural denominado feminismo, 

mismo que dio origen a la discusión de la 

participación política de las mujeres durante el 

siglo XIX, impulsado por la Segunda Ola 

Feminista en Inglaterra y Estados Unidos 

encontrando su conclusión al finalizar la Segunda 

Guerra Mundial; por su parte en México, una de 

las primeras luchas del movimiento feminista y de 

mujeres fue la demanda del derecho al voto, 

comenzando por las adelitas y carabineras que 

exigían el sufragio efectivo y la no reelección en 

la Revolución Mexicana, hasta conquistar los 

derechos político-electorales de las mujeres de 

manera formal en 1953. 
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Abocándonos al contexto actual, de acuerdo con 

datos del informe elaborado por la Organización 

de los Estados Americanos (OEA),1 quien fue 

invitada por el Estado mexicano como 

observadora; señaló que el proceso electoral del 

2018, fue uno de los más violentos en la región 

dejando como saldo 103 actores políticos 

asesinados en 25 estados del país, entre quienes se 

identificó a precandidatas y precandidatos,  

candidatas y candidatos, funcionarias y 

funcionarios municipales, funcionarias y 

funcionarios de partido, legisladoras y 

legisladores, ex legisladoras y ex legisladores, 

funcionarias y funcionarios de órganos 

autónomos, y ex aspirantes a cargos de elección 

popular en procesos anteriores. La experiencia de 

haber vivido violencia política, tuvo efectos 

concretos en las distintas involucradas e 

involucrados, muchos de los cuales optaron por 

limitar su participación en los procesos políticos; 

dando pie a al fomento de un contexto donde la 

violencia política de género se manifiesta como 

una expresión sistémica, agravada e interseccional 

de las violencias ejercidas contra las mujeres en 

México.   

  

Con base en el informe elaborado por la consultora 

Etellekt sobre el Indicador de Violencia Política, 

se afirmó que de septiembre de 2017 a junio de 

2018 se registraron 417 actos de violencia, de los 

cuales 106 se llevaron a cabo en contra de mujeres, 

16 de ellos fueron asesinatos de mujeres. En este 

sentido, se observa que la violencia política de 

género puso en riesgo la seguridad de candidatas a 

puestos de elección de los tres niveles de gobierno, 

en mayor medida en el ámbito municipal, en 

donde además se complejiza el panorama frente a 

la existencia de grupos de poder muy diversos que 

atentan contra los derechos políticos de las 

mujeres, como los caciquismos o incluso los 

mismos partidos políticos que aún se resisten a 

aceptar la mayor participación de las mujeres en 

estas esferas de lo público. 

                                                 
1 

http://scm.oas.org/pdfs/2018/CP40034SINFORMEFINAL.

pdf. 

Por su parte el Estado mexicano es firmante de 

diversos instrumentos y tratados internacionales, 

los cuales generan obligaciones o en su caso 

recomendaciones vinculantes, en este sentido, la 

OEA recomendó en su informe elaborado en 2018, 

mismo en el que actuó como observadora electoral 

en nuestro país “[…] aprobar una normativa a 

nivel federal que permita abordar la problemática 

desde una perspectiva integral para asegurar su 

prevención, atención, sanción y erradicación. La 

nueva legislación deberá encaminarse a tipificar la 

violencia política en razón de género, establecer 

claramente las competencias de cada uno de los 

organismos involucrados en su tratamiento, 

priorizar las medidas de prevención, señalar los 

mandatos apropiados para los partidos políticos e 

incorporar las sanciones correspondientes, así 

como las medidas de reparación y no repetición” 

(p. 19). 

 

Una vez dada ésta recomendación, es 

responsabilidad inherente de las diputadas y 

diputados federales garantizar un estado de 

derecho, que vele auténticamente por el 

reconocimiento y protección de los derechos 

fundamentales, y para lograr este propósito, se 

deben de adecuar las leyes ya existentes a los 

criterios internacionales, es decir, armonizar el 

marco normativo federal con los tratados 

internaciones, en concordancia con el bloque de 

constitucionalidad,  para prevenir, combatir, 

sancionar y erradicar la violencia política de 

género, en todos sus formas y modalidades. 

 

En este sentido, es menester mencionar que los 

obstáculos a los que históricamente se han 

enfrentado las mujeres para participar en la vida 

pública y política, tienen un fundamento en la 

división sexual del trabajo, que separa la realidad 

social en dos esferas: la esfera pública y la esfera 

privada, que reciben distinto valor dentro de una 

jerarquía que opera como resultado del 

funcionamiento de un orden simbólico de género 

que crea lo propio de “las mujeres” y lo propio de 
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“los hombres” como paradigmas, y que ordena los 

roles, las actividades, los espacios y mandatos de 

manera justificada en los cuerpos de los hombres 

y las mujeres.  

 

En este orden simbólico de género, las mujeres son 

ubicadas dentro de la esfera doméstica o privada, 

con actividades orientadas hacia la reproducción, 

el papel de cuidados y de madres, por lo que la 

esfera pública y política se volvió ajena a su 

“naturaleza”. Es por esto que la participación de 

las mujeres dentro del ámbito público y político es 

rechazada, ya que se opera desde una lógica que 

considera que el papel de las mujeres no es en el 

ejercicio del poder derivado de la cosa pública, 

sino que debe ceñirse a la “delicadeza” de lo 

privado, orillando a las mujeres a soportar como 

consecuencia la violencia y el acoso político, 

ejercidos en su contra como mecanismos para 

restablecer el orden de género que socialmente se 

percibe “transgredido”. Desembocando lo anterior 

en la clara oposición de ciertos detentores del 

poder, ante la opción de que las mujeres tomen 

decisiones en lo que históricamente había sido “de 

ellos”. 

 

En este sentido, al ser consideradas las mujeres 

como transgresoras de este orden simbólico, se 

justifica que sean objeto de violencia o de otras 

acciones que tienen como fin restablecer el statu 

quo del poder masculino. Dicho lo anterior la 

violencia de género, en cualquiera de sus 

modalidades, puede comprenderse como las 

acciones cuya finalidad es devolver al espacio 

socioculturalmente asignado a quienes 

transgredieron las normas de género – tomando la 

sexualidad como parte de ello- justificado en el 

“[…] postulado fundamental que sostiene que hay 

un orden social que beneficia a los hombres y 

privilegia a lo masculino en detrimento de las 

mujeres y lo femenino, que produce y reproduce 

la opresión, la desigualdad, los estereotipos y esa 

forma de violencia fundada en todo ello”. (Castro, 

2013: 26).  

                                                 
2 http://www.oas.org/es/mesecvi/docs/declaracion-esp.pdf. 

Al ser la violencia de género el concepto principal 

que le da vida a esta Iniciativa, es relevante 

enfatizar que dicho concepto surge desde la 

década de 1990, cuando se definió como una 

vulneración a los derechos humanos de las 

mujeres. En la Declaración sobre la Eliminación 

de la Violencia Contra la Mujer realizada en 1993, 

se definió a la violencia contra las mujeres como: 

“Todo acto de violencia basado en la pertenencia 

al sexo femenino que tenga o pueda tener como 

resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico para la mujer, así como las amenazas 

de tales actos, la coacción o la privación arbitraria 

de la libertad, tanto si se producen en la vida 

pública como en la vida privada” (art. 1). 

 

Ahora bien, en el contexto latinoamericano fue la 

Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención Belem Do Pará” (1994) la que 

definió este fenómeno como: “Cualquier acto o 

conducta basada en su género, que cause muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a 

la mujer, tanto en el ámbito público como en el 

privado” (Art.1). Dentro de esta Convención se 

estableció que la violencia hacia las mujeres puede 

suceder en la comunidad y ser perpetrada por 

cualquier persona, incluso por el Estado y sus 

agentes, por lo que el Estado mismo debe 

comprometerse a adoptar políticas orientadas a su 

prevención, sanción y erradicación entre las que se 

menciona la inclusión dentro de la legislación 

interna de normas penales, civiles y 

administrativas que sean necesarias para lograr 

este fin (Art. 7). México ratificó la Convención 

Belem do Pará en 1998, por lo que su compromiso 

para combatir la violencia política de género hacia 

las mujeres está plenamente justificado.  

  

En el año 2015, el Mecanismo de Seguimiento de 

la Convención Belém do Pará estableció la 

Declaración sobre la Violencia y el Acoso 

Políticos contra las Mujeres,2 en la que se definió 

a la violencia y al acoso político contra las mujeres 

como “[…] cualquier acción u omisión entre otros, 

basada en su género, de forma individual o grupal, 
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que tenga por objeto o por resultado menoscabar, 

anular, impedir, obstaculizar o restringir sus 

derechos políticos, conculca el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia y el derecho 

a participar en los asuntos políticos y públicos de 

igualdad con los hombres”.  

 

En esta declaración se reconoció que la violencia 

política puede suceder en distintos espacios y 

actividades que implican la organización político-

social, tanto en las instituciones del Estado, como 

durante los procesos electorales, pero también al 

interior de las organizaciones políticas, como los 

partidos políticos, las organizaciones no 

gubernamentales, las asociaciones profesionales o 

industriales, las organizaciones comunitarias y los 

sindicatos, además de la que pueda tener lugar a 

través de los medios de comunicación. Por su 

parte, la Recomendación General No. 23 sobre la 

“Vida política y pública” de la CEDAW,3 emitida 

en 1997, se estableció que la vida política debe ser 

entendida como un concepto amplio, que abarca 

los poderes Legislativo, Judicial, Ejecutivo y 

administrativo, así como todos los aspectos de la 

administración pública y otros de la sociedad civil.  

 

Coincidente a lo establecido en el artículo 35 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos con respecto a las atribuciones y 

prerrogativas de las ciudadanas y los ciudadanos, 

así como las responsabilidades del Estado con 

respecto a las garantías de los derechos político- 

electorales, en México se creó un Protocolo para 

la atención de la violencia política contra las 

mujeres en razón de género de la Comisión 

Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 

contra las Mujeres (2017), en el cual se  reconoce 

que los actos de violencia política hacia las 

mujeres en razón de género, se definen como 

“Todas aquellas acciones que se dirigen a una 

mujer por ser mujer (en razón de género) que 

tienen un impacto diferenciado en ellas o les 

afectan desproporcionalmente, con el objeto o 

resultado de menoscabar o anular sus derechos 

político-electorales, incluyendo el ejercicio del 

                                                 
3https://catedraunescodh.unam.mx//catedra/mujeres3/html/c

edaw/Cedaw/3_Recom_grales/23.pdf. 

cargo. […] puede incluir, entre otras, violencia 

física, psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, 

económica o feminicida” (p. 41). 

 

En este protocolo se establece muy claramente que 

esta violencia puede dirigirse a una o varias 

mujeres, a las personas familiares de la mujer o 

cercanas a ella, como sus asistentes, trabajadoras 

o trabajadores, y a un grupo de personas al interior 

de una comunidad. Asimismo, se plantea que la 

violencia política de género puede suceder tanto 

en la esfera política, pero también en el ámbito 

económico, social, cultural y civil, es decir, que no 

solo debe ser considerado un fenómeno que 

sucede en el marco de los procesos electorales, 

sino que puede tener lugar en cualquier contexto 

en el que se desarrollen procesos de organización 

social más amplios en las comunidades, al interior 

de los partidos políticos, dentro de una institución 

política, en los sindicatos o en la administración 

pública, mediante los medios de comunicación o 

las tecnologías de la información, específicamente 

redes sociales. 

 

En este sentido, es de suma relevancia que este 

congreso de la paridad de género establezca en la 

legislación, la realización de acciones afirmativas 

que permitan la incorporación de la perspectiva 

interseccional en los análisis de la violencia 

política de género, ya que esta busca tomar en 

cuenta la complejidad de los factores que 

conforman la discriminación y la violencia 

política contra las mujeres, situación que se 

experimenta  durante el proceso electoral, antes de 

ser candidatas, en las elecciones internas dentro de 

los partidos políticos; entre compañeras y 

compañeros, candidatas y candidatos; y después 

del proceso electoral, ya en el ejercicio del cargo 

público o al no resultar electa. Es decir, las 

expresiones de violencia tienen lugar en todas las 

etapas que conforman la trayectoria pública o 

política de las mujeres. 

 

Diversas justificaciones, entre ellas considerar que 

la toma de decisiones de las mujeres debe estar 
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limitada a lo doméstico, se exacerban más a nivel 

local, por lo específico de cada contexto, donde la 

mayoría tienen arraigada la percepción del poder a 

lo masculino; aunado a esto, el contexto de las 

mujeres es atravesado por diversos factores y 

características particulares, como lo son la edad, 

pertenencia étnica, color de piel, orientación 

sexual, identidad de género, expresión de género, 

religión, idioma/lengua, opinión política, posición 

socioeconómica, etcétera. Lo que deriva en que las 

mujeres ocupen -incluso simultáneamente- 

posiciones de opresión y/o de ciertas 

ventajas/desventajas de acuerdo al contexto en el 

que ejercen sus derechos. De ahí que se haga 

necesario analizar y profundizar en el estudio y 

atención de los casos de violencia política contra 

las mujeres desde una perspectiva interseccional. 

 

Otro de los factores a tomar en cuenta para 

comprender la operación de la violencia política 

de género es la definición de quiénes pueden 

ejercerla, según el protocolo, estos pueden ser 

cualquier grupo de personas, sean mujeres u 

hombres, entre quienes se define a: integrantes de 

partidos políticos, sindicatos u organizaciones de 

la sociedad civil; aspirantes, precandidatos o 

precandidatas, candidatos o candidatos a cargos de 

elección popular o de dirigencia partidista; 

servidores o servidoras públicas o autoridades 

gubernamentales; servidores o servidoras públicas 

o autoridades de instituciones electorales; 

representantes de medios de comunicación; 

empresarios, Iglesia, el Estado y otros agentes de 

este. 

 

En este mismo protocolo se establece que deben 

existir al menos cinco elementos indispensables 

para considerar la existencia o no de violencia 

política contra las mujeres por razones de género: 

 
1. Cuando la violencia se dirige a la mujer por el 

hecho de ser mujer, y por lo que representan en 

términos simbólicos desde una concepción basada en 

estereotipos de género. El acto puede ser dirigido 

hacia lo considerado “femenino” simbólicamente, 

que se relacionan con roles vinculados normalmente 

con las mujeres (p. 44). 

2. Cuando la violencia tiene un impacto 

diferenciado en las mujeres: 

 a) cuando las afectas de forma diferente que a los 

hombres o las consecuencias se agravan por ser 

mujer;  

b) cuando les afecta desproporcionadamente (p. 46). 

 

Asimismo, se establecen cinco elementos para 

identificar específicamente la violencia política en 

razón de género: 
 

1. El acto u omisión se base en elementos de 

género: i) se dirija a una mujer por ser mujer; ii) 

tenga impacto diferenciado o desventajado en las 

mujeres; iii) las afecte desproporcionadamente. 

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los 

derechos político-electorales de las mujeres. SUMAR 

LA VIOLENCIA EN ESPACIOS PUBLICOS EN LO 

GENERAL. 

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos 

político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo 

público. 

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, 

físico, sexual y psicológico. SUMAR MEDIOS 

DIGITALES. 

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo 

de personas –hombres y mujeres- en particular: 

integrantes de partidos políticos, aspirantes, 

precandidatos/as, candidatos/as a cargos de elección 

popular o de dirigencia partidista; servidores/as 

públicos/as, autoridades gubernamentales, 

funcionarios/as o autoridades de instituciones 

electorales; representantes de medios de 

comunicación; el Estado o sus agentes (pp. 49-50). 

RETOMAR PARA REDACCIÓN DE MODALIDAD 

ART 20BIS LGAMVLV.   
 

En relación con los efectos, estos pueden ser 

concretos, a nivel personal, específicamente en la 

salud de las mujeres, y en su entorno familiar, ya 

que algunos ataques se han realizado en contra de 

la familia de las mujeres. Por su parte, siguen 

latentes las consecuencias políticas, sociales y 

comunitarias, ya que se ve afectado el desarrollo y 

consolidación de la vida democrática de los 

Estados y las sociedades contemporáneas; es por 

ello que la atención de la violencia política de 

género debe ser un compromiso del Estado 

mexicano, que le asegure a las mujeres una vida 

libre de violencia, contribuyendo a la 

consolidación de la paridad política en 

democracia, siendo su máxima expresión el acceso 

igualitario de mujeres y hombres en los diversos 

ámbitos de lo público y privado, libres de 
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discriminación y violencia en todos sus niveles y 

espacios. 

 

Con base en lo anterior, las medidas legislativas 

deben dirigirse hacia la prevención, atención y 

erradicación de esta expresión de la violencia de 

género, no sólo a la persecución y sanción de esta 

violencia como un delito y a la atención de las 

personas que pueden ser víctimas de ella, sino a la 

transformación de las condiciones estructurales a 

nivel económico, político, social y cultural que 

posibilitaron que estas expresiones tuvieran lugar 

en un contexto y momento histórico-político 

específico; es por ello que la coordinación entre 

los tres Poderes de la Unión deberá quedar 

estipulada de manera concreta no solo en la 

legislación aplicable, sino por medio de la 

creación de mecanismos que garanticen de manera 

específica la aplicación de los protocolos ya 

existentes, así como la reparación del daño y la 

restitución de derechos de las víctimas. 

 

Recomendaciones realizadas al estado 

mexicano, que se consideran en el actual 

proyecto de reforma 

 

En 2015 como parte del Mecanismo de 

Seguimiento de la Convención Belém do Pará 

durante la Sexta Conferencia de los Estados Parte 

de la Convención, se estableció la Declaración 

sobre la Violencia y el Acoso Políticos contra las 

Mujeres, en la que se planteó la necesidad de 

impulsar normas, programas y medidas para 

atender este fenómeno que permita una adecuada 

sanción y reparación de las acciones de violencia 

política de género en los ámbitos administrativo, 

penal y electoral. 

  

En 2016, la Comisión Interamericana de Mujeres 

de la Organización de Estados Americanos y el 

Mecanismo de Seguimiento de la Convención de 

Belém do Pará elaboró una Ley Modelo 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres en la 

Vida Política,4 con el objetivo de funcionar como 

                                                 
4http://www.oas.org/en/cim/docs/ViolenciaPoliticaLeyMod

elo-ES.pdf. 

una guía que sirva a los Estados para elaborar sus 

propias propuestas de leyes para proteger y 

garantizar que las mujeres no vivan violencia 

política de género. 

 

En esta ley modelo se reconoció que esta 

expresión de la violencia hacia las mujeres 

representa una amenaza principal para la 

democracia de las naciones, ya que impide que 

participen de manera libre en las decisiones 

políticas que no sólo afectan sus vidas personales, 

sino la vida política y pública en general. 

Asimismo, pone énfasis en la definición de los 

órganos responsables de atender este tema, 

especialmente en el ámbito local, que es donde se 

ha evidenciado que suceden más expresiones de 

violencia política de género hacia mujeres, ya que 

los sistemas de protección son más precarios y 

existen más problemas de representación política 

histórica de ellas. 

 

La iniciativa que se presenta, ha contemplado el 

histórico legislativo respecto al reconocimiento de 

la violencia política de género, encontrando 

diversos proyectos de reformas presentadas desde 

hace tres legislaturas federales, mismas que 

pretenden reformar y adicionar disposiciones en 

las leyes específicas en la materia, tal es el caso de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia, la Ley General en 

Materia de Delitos Electorales, entre otras, siendo 

todos los planteamientos de gran relevancia y 

fomento a la progresividad de los derechos de las 

mujeres; es por ello que a continuación se hace una 

exposición de las iniciativas que anteceden el 

actual proyecto, con la intensión de visibilizar los 

esfuerzos de las legisladoras y legisladores que 

han tenido la voluntad de proteger los derechos 

político-electorales de las mujeres. 

 

  



Enlace Parlamentario 16  

 

Viernes 26 de abril de 2019 

Iniciativas relativas a violencia política de 

género 

 

 

 

 

 

 

  

Nombre de las Diputadas y 

Senadoras 

Fecha Nombre de la Iniciativa 

 

 

Senadora María Lucero Saldaña 

Pérez. 

 

 

Noviembre, 2012 

 

Proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas 

disposiciones a la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia y al Código 

Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales. 

 

Senadora María Marcela Torres 

Peimbert y la senadora   

Ma. Del Pilar Ortega Martínez. 

 

 

Octubre, 2014 

Proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas 

disposiciones a la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales, a la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia y a la Ley 

General en materia de Delitos 

Electorales. 

 

Senadora Martha Elena García 

Gómez, senadora Adriana Dávila 

Fernández, senadora Diva 

Hadamira Gastélum Bajo, y la 

senadora Angélica De la Peña 

Gómez. 

 

Abril, 2015 

Proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas 

disposiciones a la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, a la Ley General 

en Materia de Delitos Electorales, a 

la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales y a la 

General de Partidos Políticos. 

 

 

Diputada  María Candelaria Ochoa 

Avalos. 

 

 

Septiembre, 2015 

Que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de las Leyes 

Generales de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre de Violencia, de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales, en materia de Delitos 

Electorales, y de Partidos Políticos, 

así como del Código Penal Federal.  

 

 

Diputada Arlet Mólgora Glover. 

 

 

Diciembre, 2015 

Que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de las Leyes 

Generales de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre de Violencia, de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales, de Partidos Políticos, y 

en materia de Delitos Electorales, a 

fin de combatir la violencia política 

en contra de las mujeres.  
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Senadora Martha Angélica  Tagle 

Martínez. 

 

Abril, 2016 

Proyecto de decreto que reforma 

diversas disposiciones de la Ley 

General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, de la Ley General en 

Materia de Delitos Electorales, 

de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales y de la Ley General 

de Partidos Políticos. 

Senadora Itzel Sarahí Ríos de la 

Mora, senadora Margarita Flores 

Sánchez, senadora María Lucero 

Saldaña Pérez, senadora María 

Elena Barrera Tapia, senadora 

María Cristina Díaz Salazar, 

senadora Diva Hadamira Gastélum 

Bajo, senadora Hilda Esthela Flores 

Escalera, senadora Anabel Acosta 

Islas, y la senadora Yolanda de la 

Torre Valdez. 

 

Abril, 2016 

Proyecto de decreto por el que 

se adicionan los artículos 20 Bis, 

20 Ter, 20 Quater y 20 Quintus 

de la Ley General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia. 

 

Senadora Diva Hadamira Gastélum 

Bajo y la senadora Angélica de la 

Peña Gómez. 

 

Abril, 2016 

Proyecto de decreto que reforma 

y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley General 

de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, de 

la Ley de Partidos Políticos y de 

la Ley General en Materia de 

Delitos Electorales. 

 

Senadora Rosa Adriana Díaz 

Lizama. 

 

Abril, 2016 

Proyecto de decreto por el que 

se reforman diversos artículos 

de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales y de la Ley General 

de Partidos Políticos. 

Senadora Diva Hadamira Gastélum 

Bajo y la senadora Angélica de la 

Peña Gómez. 

 

 

Octubre, 2016 

Proyecto de decreto por el que 

se adiciona un inciso e) al 

artículo 80 de la Ley General del 

Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia 

Electoral. 

 

Senadora María Lucero Saldaña 

Pérez. 

 

Septiembre, 2016 

Proyecto de decreto por el que 

se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley 

General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia 

Electoral. 
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Diputada Laura Nereida 

Plasencia Pacheco. 

 

 

 

 

Marzo, 2017 

 

Que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de las Leyes 

Generales de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, de 

Partidos Políticos, y en materia 

de Delitos Electorales.  

 

 

Diputada Norma Xóchitl 

Hernández Colín, del Grupo 

Parlamentario de Morena. 

 

 

6 de febrero de 2018 

 

Reforma y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley General 

de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia. 

 

 

 

Diputada Brenda Velázquez 

Valdez, del Grupo Parlamentario 

del PAN. 

 

 

 

15 de febrero de 2018 

 

Reformar y adicionar las Leyes 

Generales de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, en 

materia de Delitos Electorales, y 

de Partidos Políticos, así como 

del Código Penal Federal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dip. Ma. Guadalupe Almaguer 

Pardo, Grupo Parlamentario del 

PRD. 

 

 

 

 

 

 

 

18 de octubre de 2018 

 

 

 

 

 

 

Iniciativa Que Reforma Y 

Adiciona Diversas Disposiciones 

De La Ley General  De Acceso 

De Las Mujeres A Una Vida 

Libre De Violencia Y De La Ley 

General En Materia De Delitos 

Electorales. 
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En mérito de lo expuesto, proponemos a la 

consideración de esta soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de: 

 

Decreto que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la 

Ley General en Materia de Delitos Electorales, 

Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, la Ley General de Partidos 

Políticos y Ley Orgánica de la Fiscalía General 

de la República 

 

Primero. Se adiciona el artículo 20 bis a la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia. 

 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia 

 

Capítulo IV Bis 

 

De la Violencia Política 

 

Artículo 20 Bis. La violencia política contra las 

mujeres es la acción u omisión ejercida dentro 

de la esfera pública o privada, que tenga por 

objeto o resultado limitar, anular o menoscabar 

el ejercicio efectivo de los derechos político-

electorales de una o varias mujeres, el acceso al 

pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a 

su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo 

de la función pública, la toma de decisiones y la 

libertad de organización. 

 

Se manifiesta en minimización, anulación, 

presión, persecución, hostigamiento, acoso, 

coacción, vejación, discriminación, amenazas o 

privación de la libertad o de la vida en razón 

del género. 

 

Constituye una forma de discriminación de los 

espacios de poder y de decisión; fomenta la 

desigualdad y trasgrede los derechos políticos y 

civiles de las mujeres; puede expresarse a 

través de las siguientes acciones: 

I. Incumplir las disposiciones jurídicas 

nacionales e internacionales que reconocen el 

ejercicio pleno de los derechos políticos de las 

mujeres; 
 

II. Imponer la realización de actividades 

distintas a las atribuciones propias de la 

representación política, cargo o función; 

 

III. Suministrar a las mujeres que aspiran u 

ocupan un cargo de elección popular 

información falsa, errada o imprecisa que 

induzca al incorrecto ejercicio de sus 

atribuciones; 

 

IV. Proporcionar información incompleta o 

datos falsos a la autoridad administrativas, 

electorales o jurisdiccionales con la finalidad de 

menoscabar los derechos político-electorales de 

las mujeres y la garantía del debido proceso.  

 

V. Ocultar información u omitir la 

convocatoria de cualquier otra actividad que 

implique la toma de decisiones en el desarrollo 

de sus funciones y/o actividades; 

 

VI. Impedir o restringir la reincorporación al 

cargo que se ostente, cuando hagan uso de una 

licencia, incluida la licencia de maternidad; 

 

VI. Impedir por cualquier medio que las 

mujeres electas, titulares o suplentes, o 

designadas a cualquier puesto o encargo 

público, asistan a la toma de protesta de su 

encargo, así como a las sesiones ordinarias o 

extraordinarias o a cualquier otra actividad 

que impliqué la toma de decisiones y el ejercicio 

del cargo, impidiendo o suprimiendo el derecho 

a voz y voto; 

 

VII. Impedir u obstaculizar, los derechos de 

asociación y afiliación en los partidos políticos 

y/u otro tipo de organizaciones civiles, en razón 

de género; 

 

VIII. Establecer conductas que impliquen 

amenazas verbales, difamación, desprestigio, 

burlas, descalificación, acecho, hostigamiento, 
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acoso sexual y/o calumnias en público o 

privado, por cualquier medio convencional y/o 

digital; 

 

IX. Intimidar mediante agresiones físicas, 

sexuales, psicológicas o verbales contra su 

persona o sus familiares; 

 

X. Cualesquiera otras formas análogas que 

lesionen o sean susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o libertad de las mujeres 

en el ejercicio de un espacio público, de poder o 

de decisión. 

 

XI. Excluir a las mujeres electas, titulares o 

designadas a cualquier puesto de liderazgo o 

encargo público, de la relación institucional 

directa que conlleva el ejercicio de su cargo.  

 

XII. Presionar, intimidar y/u obligar de 

manera directa o indirecta a la renuncia o a la 

solicitud de licencia de los cargos de elección 

popular o de la función pública según sea el 

caso.  

 

XIII.  Impedir, obstaculizar o minimizar la 

construcción e implementación de proyectos 

políticos, legislativos, gubernamentales y 

políticas públicas, elaborados y abanderados 

por mujeres que ocupan cargos de elección 

popular, que tengan por objeto generar 

condiciones para la realización de la igualdad 

sustantiva. 

 

Segundo. Se adiciona las fracciones XV y XVI del 

artículo 3, se reforman y adicionan las fracciones 

III, IV, VI, XIII y XXII del artículo 7; se reforman 

y adicionan las fracciones II, III, V, VIII, y XVII 

del artículo 8; se reforman y adicionan las 

fracciones IV, V, VIII, y XI del artículo 9 de la 

Ley General en Materia de Delitos Electorales 

para quedar como sigue: 

 

Ley General en Materia de Delitos Electorales 

 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

 

I. a XIV. ... 

 

XV. Violencia Política de Género: Acción u 

omisión ejercida dentro de la esfera pública o 

privada, que tenga por objeto o resultado 

limitar, anular o menoscabar el ejercicio 

efectivo de los derechos político-electorales de 

una o varias mujeres, el acceso al pleno 

ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de 

la función pública, la toma de decisiones y la 

libertad de organización. 

 

XVI. En razón de género: Cuando cualquiera 

de las conductas previstas en esta Ley sean 

motivadas y orientadas en contra de las 

mujeres por el hecho de serlo, teniendo en ellas 

un impacto diferenciado o las afecte de manera 

desproporcionada en el ejercicio de sus derechos.  

 

Artículo 7. Se impondrán de cincuenta a cien días 

multa y prisión de seis meses a tres años, a quien:  

 

I al II… 

 

III. Haga proselitismo o presione objetivamente a 

los electores el día de la jornada electoral en el 

interior de las casillas o en el lugar en que se 

encuentren formados los votantes, con el fin de 

orientar el sentido de su voto o para que se 

abstenga de emitirlo. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de 

las votaciones, el escrutinio y cómputo, o el 

adecuado ejercicio de las tareas de los 

funcionarios electorales; introduzca o sustraiga de 

las urnas ilícitamente una o más boletas 

electorales, o bien, introduzca boletas falsas; 

obtenga o solicite declaración firmada del elector 

acerca de su intención o el sentido de su voto. 

 

La pena se aumentará hasta el doble cuando se 

ejerza violencia contra los funcionarios 

electorales.  
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La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

V… 

 

VI. Retenga durante la jornada electoral, sin causa 

justificada por la ley, una o más credenciales para 

votar de los ciudadanos. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

VII al XII… 

… 

 

XIII. Obstaculice o interfiera el traslado y entrega 

de los paquetes y documentos públicos electorales. 

 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

XIV al XX… 

 

XXII.-  A quien ejerza violencia política de 

género, se le impondrá una pena hasta en una 

mitad mayor a la establecida en este artículo.  

Además de esta sanción se dictará la destitución 

y/o inhabilitación del cargo que se ostente al 

momento de ser emitida la resolución de la 

instancia competente en la materia, así como la 

anulación de la candidatura según sea el caso 

de que se trate.  

 

Artículo 8. Se impondrá de cincuenta a doscientos 

días multa y prisión de dos a seis años, al 

funcionario electoral que: 

 

I… 

 

II. Se abstenga de cumplir, sin causa justificada, 

con las obligaciones propias de su cargo, en 

perjuicio del proceso electoral;  

 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

III. Obstruya el desarrollo normal de la votación 

sin mediar causa justificada; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

IV… 

 

V. No entregue o impida la entrega oportuna de 

documentos o materiales electorales, sin mediar 

causa justificada; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

VI al VII… 

 

VIII. Expulse u ordene, sin causa prevista por la 

ley, el retiro de la casilla electoral de 

representantes de un partido político o de 

candidato independiente u observadores 

electorales legalmente acreditados o impida el 

ejercicio de los derechos que la ley les concede; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

IX al XI… 

 

XVII.- A quien ejerza violencia política de 

género, se le impondrá una pena hasta en una 

mitad mayor a la establecida en este artículo.  

Además de esta sanción se dictará la destitución 

y/o inhabilitación del cargo que se ostente al 

momento de ser emitida la resolución de la 

instancia competente en la materia. 

 

Artículo 9.  Se impondrán de cien a doscientos 

días multa y prisión de dos a seis años, al 

funcionario partidista o al candidato que: 

 

I al III… 

 

IV.- Obstaculice el desarrollo normal de la 

votación o de los actos posteriores a la misma sin 

mediar causa justificada, o con ese fin ejerza 

violencia sobre los funcionarios electorales. 
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La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

[...] 

 

V. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias 

falsas en torno al desarrollo de la jornada electoral 

o respecto de sus resultados. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando 

la conducta de la presente fracción se cometa en 

razón de género; 

 

VI al X… 

 

XI.- A quien ejerza violencia política de género, 

se le impondrá una pena hasta en una mitad 

mayor a la establecida en este artículo.  

Además de esta sanción se dictará la destitución 

y/o inhabilitación del cargo que se ostente al 

momento de ser emitida la resolución de la 

instancia competente en la materia, así como la 

anulación de la candidatura según sea el caso 

de que se trate.  

 

Tercero. Se reforma el artículo 30, 35 y 42 de la 

Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales. 

 

Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales 
 

CAPÍTULO I Disposiciones Preliminares 

 

Artículo 30. 1. Son fines del Instituto: 

 

1… 

 

a) al h)… 

 

2. Todas las actividades del Instituto se regirán por 

los principios de certeza, legalidad, 

independencia, imparcialidad, máxima 

publicidad, objetividad y perspectiva de género.  

 

3 al 4 … 

Sección Primera Del Consejo General y de su 

Presidencia 

 

Artículo 35.  

 

1. El Consejo General es el órgano superior de 

dirección, responsable de vigilar el cumplimiento 

de las disposiciones constitucionales y legales en 

materia electoral, así como de velar porque los 

principios de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, máxima publicidad y objetividad 

guíen todas las actividades del Instituto y sean 

aplicadas con perspectiva de género. 

 

CAPÍTULO II 

De los Órganos Centrales 

 

Artículo 34  

 

[…] 

 

Sección Primera  

Del Consejo General y de su Presidencia 

 

Artículo 35 al 41 

 […] 

 

Artículo 42.  
 

1. El Consejo General integrará las comisiones 

temporales que considere necesarias para el 

desempeño de sus atribuciones, las que siempre 

serán presididas por un Consejero Electoral.  

2. Independientemente de lo señalado en el párrafo 

anterior, las comisiones de: Capacitación Electoral 

y Educación Cívica; Organización Electoral; 

Prerrogativas y Partidos Políticos; Servicio 

Profesional Electoral Nacional; Registro Federal 

de Electores; Quejas y Denuncias; Fiscalización, y 

Vinculación con los Organismos Públicos 

Locales; Paridad e Igualdad de Género, 

funcionarán permanentemente y se integrarán 

exclusivamente por Consejeros Electorales 

designados por el Consejo General. Los 

Consejeros Electorales podrán participar hasta en 

cuatro de las comisiones antes mencionadas, por 

un periodo de tres años; la presidencia de tales 
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comisiones será rotativa en forma anual entre sus 

integrantes. 

3 al 10… 

 

Cuarto. Se reforma el artículo 3, se modifica el 

inciso “u”, quedando la actual disposición 

recorrida al inciso “v” del artículo 25, se reforma 

el inciso e) del artículo 37, se reforma el inciso e) 

del artículo 43, se reforma el artículo 43, 46 y 48, 

se modifica el inciso “e” quedando la actual 

disposición recorrida al inciso “f” del artículo 73 

de la Ley General de Partidos Políticos.  

 

Ley General de Partidos Políticos 

 

Artículo 3  

 

1 al 2… 

 

3. Los partidos políticos promoverán los valores 

cívicos, la cultura democrática y la igualdad 

sustantiva, entre niñas, niños y adolescentes, y 

buscarán la participación paritaria en la 

integración de sus órganos, así como en la 

postulación de candidatos. 

 

4. Cada partido político determinará y hará 

públicos los criterios para garantizar la paridad de 

género en las candidaturas a legisladores federales 

y locales. Éstos deberán ser objetivos y asegurar 

condiciones de igualdad entre géneros, de lo 

contrario, podrán hacerse acreedores a las 

sanciones que establezcan las leyes pertinentes 

en la materia.  

 

5… 

 

Artículo 25.  

 

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

 

a) al t)… 

 

u) Sancionar por medio de las mecanismos y 

procedimientos internos con los que se cuente 

todo acto relacionado con la violencia política 

de género.

v) Las demás que establezcan las leyes federales o 

locales aplicables. 

 

Artículo 37.  

 

1 La declaración de principios contendrá, 

por lo menos: 

 

a) al d)… 

 

e) La obligación de promover la participación 

política en igualdad de oportunidades y equidad 

entre mujeres y hombres, así como establecer 

mecanismos de sanción aplicables a quien 

ejerza violencia política de género, acorde a lo 

estipulado en la Ley General De Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia y demás 

normatividad aplicable.  

 

Artículo 43. 

  

1. Entre los órganos internos de los partidos 

políticos deberán contemplarse, cuando menos, 

los siguientes: 

 

a) al d) 

 

e) Un órgano de decisión colegiada, responsable 

de la impartición de justicia intrapartidaria, el cual 

deberá ser independiente, imparcial, objetivo y 

deberá aplicar la perspectiva de género en 

todas las resoluciones que emita.  

 

f) al g)… 

 

Artículo 46.  

 

1… 

2. El órgano de decisión colegiado previsto en el 

artículo 43, inciso e) de esta Ley, deberá estar 

integrado de manera previa a la sustanciación del 

procedimiento, por un número impar de 

miembros; será el órgano responsable de impartir 

justicia interna y deberá conducirse con 

independencia, imparcialidad y legalidad, así 

como con estricta aplicación de la perspectiva 

de género y el respeto a los plazos que establezcan 

los estatutos de los partidos políticos. 
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3… 

 

Artículo 48.  

1. El sistema de justicia interna de los partidos 

políticos deberá tener las siguientes 

características: 

a) Tener una sola instancia de resolución de 

conflictos internos a efecto de que las resoluciones 

se emitan de manera pronta y expedita, 

garantizando el acceso a la justicia y la 

perspectiva de género. 

b) al d)… 

 

Artículo 73.  

1. Los partidos políticos podrán aplicar los 

recursos destinados para la capacitación, 

promoción y el desarrollo del liderazgo político de 

las mujeres, en los rubros siguientes: 

a) al d)… 

e) El fomento, la creación, y proposición de toda 

acción encaminada a prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia política de género.  

f) Todo gasto necesario para la organización y 

difusión de las acciones referidas. 

 

Quinto. Se reforma el artículo 32 y 50 de la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General de la República 

 

Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 

República 

 

Artículo 32. De la Coordinación de Métodos de 

Investigación …  

 

I al XII …  

 

XIII. Crear la Base Estadística Nacional de 

Violencia Política de Género 

 

Artículo 50. Comisiones Especiales La persona 

titular de la Fiscalía General de la República podrá́ 

crear comisiones especiales, de carácter temporal, 

que gozarán de autonomía técnica y de gestión, 

para colaborar en las investigaciones de 

fenómenos y delitos que debido a su contexto, a 

juicio del fiscal, amerite su creación, incluyendo 

aquellos sobre feminicidios, violencia sexual, 

violencia política de género, trata de personas, o 

que impliquen violaciones a derechos humanos, en 

especial de los pueblos y las comunidades 

indígenas, de las niñas, niños, adolescentes y 

personas migrantes. Los trabajos, 

recomendaciones y conclusiones de las 

comisiones podrán ser tomados en consideración 

por los órganos de la función fiscal, para la 

investigación y el ejercicio de la acción penal de 

los asuntos correspondientes.  

 

Las comisiones especiales tendrán como enfoque 

el acceso a la verdad, la justicia, la reparación 

integral y la garantía de no repetición. Serán 

integradas, de manera multidisciplinaria, por 

expertos de reconocida experiencia, tanto 

nacionales o internacionales en las materias que se 

requieran, organismos internacionales, 

organismos de la sociedad civil, universidades 

públicas y privadas y colectivos de víctimas. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. Las Legislaturas de las entidades 

federativas, promoverán las reformas conducentes 

en la legislación local, conforme a las reformas y 

adiciones aquí realizadas, dentro de un término de 

noventa días contados a partir de la entrada en 

vigor del presente decreto. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 24 de abril 

de 2019 
 

Dip. María Wendy Briceño Zuloaga  

Dip. Socorro Bahena Jiménez  

Dip. María Elizabeth Díaz García  

Dip. Dorheny García Cayetano  

Dip. Beatriz Rojas Martínez  

Dip. Rocío del Pilar Villarauz Martínez  

Dip. Verónica María Sobrado Rodríguez  

Dip. María Ester Alonzo Morales  

Dip. Clementina Marta Dekker Gómez  

Dip. Ma. Guadalupe Almaguer Pardo  

Dip. Socorro Irma Andazola Gómez  

Dip. Laura Patricia Avalos Magaña  
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Dip. Mildred Concepción Ávila Vera  

Dip. Madelein Bonnafoux Alcaraz  

Dip. Katia Alejandra Castillo Lozano  

Dip. Melba Nelia Farías Zambrano  

Dip. Sylvia Violeta Garfias Cedillo  

Dip. María Eugenia Hernández Pérez  

Dip. Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández  

Dip. Cynthia Iliana López Castro  

Dip. Laura Martínez González  

Dip. Jacquelina Martínez Juárez  

Dip. Maribel Martínez Ruiz  

Dip. Ximena Puente De la Mora  

Dip. Ana Lucia Riojas Martínez  

Dip. Nayeli Salvatori Bojalil  

Dip. María Liduvina Sandoval Mendoza  

Dip. Olga Patricia Sosa Ruíz  

Dip. Julieta Kristal Vences Valencia  

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. FRANCISCO JAVIER BORREGO ADAME 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY DE 

CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE 

FEDERAL, Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XIII AL 

ARTÍCULO 40 DE LA LEY DE PUERTOS, EN 

MATERIA DE VERIFICACIÓN DE PESOS Y 

DIMENSIONES 

 

El suscrito, Francisco Javier Borrego Adame, 

diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario Morena en la LXIV Legislatura de 

la Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 3, numeral 1, fracción 

IX; 6, numeral 1, fracción I; y 77 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta soberanía, la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 70 último párrafo de la Ley de Caminos, 

Puentes y Autotransporte Federal, y se adiciona 

una fracción XIII al artículo 40 de la Ley de 

Puertos, en materia de verificación de pesos y 

dimensiones, al tenor del siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

1. Una de las principales causas de 

accidentes carreteros, son el autotransporte 

federal de carga, debido al sobre peso, 

dimensiones y condiciones en las que 

circulan; para ello, la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes (SCT) tiene 

la obligación de vigilar, verificar e 

inspeccionar que los caminos y puentes, así 

como los servicios de autotransporte y sus 

servicios auxiliares, cumplan con los 

aspectos técnicos y normativos 

correspondientes. En materia de pesos y 

dimensiones se realiza a través de centros 

fijos de verificación y en puntos 

automatizados de control de peso y 

dimensiones. 

 

Sin embargo, los puntos de revisión no son 

suficientes y el índice de siniestralidad y 

pérdidas de vidas humanas ha ido en 

aumento, ello debido muchas veces también, 

a la falta de verificación e inspección incluso 

desde los recintos portuarios, donde se 

verifica en los procesos de embarque el peso 

y la carga con la que va a circular el 

autotransporte, pero como las 

Administraciones Portuarias Integrales -

encargadas de llevar a cabo dichos 

procedimientos- no están autorizadas para 

verificar que transportistas y usuarios 

respeten el peso y dimensiones máximos 

autorizados por tipo de vehículo y camino 

por donde vayan a circular, no pueden exigir 

o hacer mayores esfuerzos para que se 

cumpla con la obligación y responsabilidad 

de la SCT, más sin embargo, si estaría en 

condiciones de dar un informe o reporte, 

nombre del operador, licencia de manejo, 

camión, marca y matrícula, ruta así como de 

la carta porte a el centro (de la SCT),  más 

próximo de la entidad, para que las 

autoridades competentes tengan ya 

conocimiento de ello. 
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Lo anterior, conlleva a que desde los 

recintos portuarios dónde convergen 

distintas autoridades desde la SCT, la 

Policía Federal, autoridades hacendarias, 

portuarias etc. Se permita la inobservancia 

de la Normatividad en materia de pesos y 

dimensiones. 

 

2. Por ello, con esta iniciativa se busca que 

la SCT instruya a las administraciones 

portuarias integrales -quienes cuentan con el 

equipo de básculas y mediciones, lo que no 

generará ningún gasto o inversión adicional- 

lleven a cabo verificaciones que garantice el 

cumplimiento del peso y dimensiones 

máximos que establece la normatividad 

aplicable en todo embarque transportado – 

que abarque todo tipo de carga- por cada tipo 

de vehículo y camino en donde circulen. 

 

Lo anterior, redundará en beneficio de la 

seguridad de los usuarios de las carreteras 

federales, en el mantenimiento de la 

infraestructura carretera, y de los propios 

usuarios y auto transportistas al evitarse 

mayores multas en los caminos por donde 

circulen, y sobre todo, en el cumplimiento 

de la ley. 

 

3. Por lo anteriormente expuesto es que 

considero: 

 

Primero. – En marzo de 2010 la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, a través de 

su resolución 64/255, proclamó al periodo 

2011-2020 como el “Decenio de Acción 

para la Seguridad Vial”, con el objetivo 

general de estabilizar y, posteriormente, 

reducir las cifras previstas de víctimas 

mortales en accidentes de tránsito en todo el 

mundo aumentando las actividades en los 

planos nacional, regional y mundial.1 

 

Para tal efecto los estados miembros debían 

presentar un plan nacional para el decenio, 

                                                 
1 Plan Mundial para el Decenio de Acción para la Seguridad 

Vial 2011–2020, Organización de las Naciones Unidas, 

en el cual se involucrará a la sociedad civil, 

las empresas y los líderes comunitarios a 

garantizar que sus acciones produzcan 

mejoras auténticas, que en estos momentos 

actuales derivado de la creación de la Ley 

General de Seguridad Vial se llevan a cabo 

foros a través de la República mexicana. 

 

En México, se tiene la percepción y realidad 

de que la accidentalidad en las vialidades se 

debe a la debilidad con que se aplican las 

regulaciones para el control de la velocidad, 

pesos y dimensiones, conducción bajo 

efectos de alcohol o drogas, así como el uso 

del cinturón de seguridad. Uno de los 

factores de riesgo que influyen en una 

colisión es la velocidad excesiva o 

inadecuada, así como el exceso en el peso y 

las dimensiones del autotransporte de carga, 

es que a la hora del frenado por su peso y 

dimensión lo dificulta, por lo tanto, el área 

de oportunidad para el cumplimiento de la 

normativa en nuestras carreteras es muy 

grande, de ahí la importancia de generar 

mecanismos de vigilancia y control del 

tránsito más eficaces desde el punto de vista 

de la prevención de accidentes. 

 

Por ello, la vigilancia y control del peso 

legal que puede cargar un camión resulta 

necesario en la prevención de accidentes y 

cuidado de la infraestructura carretera, pero 

solo será eficiente si existe un mecanismo de 

supervisión adecuado. Si no hay una 

revisión que resulte en consecuencias para el 

transportista, el límite legal es simplemente 

indicativo, las leyes como las normas solo 

quedan en buena intención. 

 

Por otro lado, un fenómeno que muestra una 

tendencia negativa es la capacidad de 

supervisión de la autoridad como son: 

Secretaría de Comunicaciones y Trasportes, 

Policía Federal y todas aquellas 

involucradas en el tránsito vehículos de 

consultadoenhttp://www.who.int/roadsafety/decade_of_acti

on/plan/plan_spanish.pdf 

http://www.who.int/roadsafety/decade_of_action/plan/plan_spanish.pdf
http://www.who.int/roadsafety/decade_of_action/plan/plan_spanish.pdf
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autotransporte que circulan en las vías 

generales de comunicación de jurisdicción 

federal. Ya que son insuficientes los 

mecanismos hasta ahora implementados. 

 

Segundo. - Existe una amplia normatividad 

que regula el control de velocidad, pesos y 

dimensiones en transporte de carga que 

transita por las carreteras de jurisdicción 

federal, incluso se cuentan con más de 

setenta estaciones de pesaje a nivel nacional 

en las carreteras para controlar la sobrecarga 

de los vehículos de carga pesada. Sin 

embargo, esto no es suficiente, ya que como 

ejemplo tenemos que esta cantidad es casi la 

misma que la de las estaciones de inspección 

de peso en el estado de California en Estados 

Unidos de América,2 (un estado que tiene un 

tercio de la población de México).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
2 Existen 65 estaciones de pesaje para inspecciones a un 

costado de la carretera en el estado de California 

www.coopsareopen.com/california-weigh-stations.html. La 

 

 

 

Lo anterior, se agrava por la falta de 

infraestructura, capacidad y medios para 

implementar verdadero control, prevención 

y sanción a nivel nacional, tal y como vemos 

en la siguiente tabla: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

ley requiere que los tracto camiones que pasen por una 

estación abierta se detengan y revisen sus cargas. Las 

estaciones cierran las rampas de acceso cuando ya están 

llenas para evitar mayores demoras. 
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La Ley de Caminos, Puentes y 

Autotransporte Federal establece en su 

artículo 39, que los vehículos destinados al 

servicio de autotransporte federal y privado 

de pasajeros, turismo y carga deberán 

cumplir con las condiciones de peso, 

dimensiones, capacidad y otras 

especificaciones, así como con los límites de 

velocidad en los términos que establezcan 

los reglamentos respectivos. Asimismo, 

están obligados a contar con dispositivos de 

control gráficos o electrónicos de velocidad 

máxima. 

 

Sin duda alguna, está considerado la 

obligatoriedad por parte del autotransporte 

federal respecto a la observancia de las 

disposiciones en materia de pesos y 

dimensiones, y la facultad de la Secretaria de 

Comunicaciones y Transportes en la 

vigilancia en el cumplimiento de dicha 

normatividad. 

 

Tercero.- Es obligación de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, acorde con 

el PND-2019-2024, definir las políticas y 

promover la regulación que coadyuven al 

desarrollo seguro y eficiente del transporte y 

la infraestructura en el país, así como su sano 

crecimiento en el largo plazo, para lo cual se 

requiere establecer normas claras que 

definan las características y especificaciones 

que deben reunir los vehículos de 

autotransporte federal y privado, así como 

los equipos y los servicios conexos, que 

tiendan a proteger la seguridad de los 

usuarios y el uso eficiente de las vías 

generales de comunicación. 

 

Que la regulación del peso y dimensiones de 

los vehículos que transitan por las carreteras 

y puentes de jurisdicción federal, comprende 

la atención de diversos temas como son: la 

seguridad de todos los usuarios de la 

infraestructura, el daño a pavimentos y 

puentes, la competitividad del sector 

autotransporte, y la protección al medio 

ambiente. 

Para ello, la fracción XIII, del artículo 6o. 

del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes faculta a la 

C. Subsecretaria de Transporte a expedir 

Normas Oficiales Mexicanas en el ámbito de 

su competencia, por lo que se tuvo a bien 

expedir la siguiente: Norma Oficial 

Mexicana NOM-012-SCT-2-2017, Sobre el 

peso y dimensiones máximas con los que 

pueden circular los vehículos de 

autotransporte que transitan en las vías 

generales de comunicación de jurisdicción 

federal. 

 

Que tiene como objeto prioritario establecer 

las especificaciones de peso, dimensiones y 

capacidad de los vehículos de autotransporte 

federal, sus servicios auxiliares y transporte 

privado que transitan en las vías generales 

de comunicación de jurisdicción federal, 

excepto los vehículos tipo grúa de arrastre y 

arrastre y salvamento. 

 

Que la Norma Oficial Mexicana NOM-012-

SCT-2-2017, es de observancia obligatoria y 

que el incumplimiento a las disposiciones 

contenidas en la presente norma, será 

sancionado conforme a lo dispuesto en la 

Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte 

Federal, el Reglamento sobre el Peso, 

Dimensiones y Capacidad de los Vehículos 

de Autotransporte que Transitan en los 

Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal, 

y demás ordenamientos jurídicos que 

resulten aplicables y la secretaría (en este 

caso la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes) y la Secretaría de Gobernación, 

a través de la Policía Federal, se coordinarán 

en la vigilancia del cumplimiento de la 

presente norma, en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

 

Para ello, México tiene uno de los récords 

más bajos en seguridad carretera entre los 

países miembro de la OCDE en términos de 

fallecimientos o lesiones graves per cápita y 

por vehículo (incluyendo los vehículos de 

carga ligera). Los vehículos que transportan 
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carga pesada están involucrados en una 

proporción relativamente menor de 

accidentes, pero la gran cantidad de 

vehículos pesados implica que las 

consecuencias de los accidentes en los que 

están involucrados son 

desproporcionalmente graves.3La 

experiencia internacional subraya que se 

requiere un liderazgo coordinado para hacer 

mejoras importantes en los resultados de 

seguridad carretera (ITF, 2008). 

 

Una gran cantidad de instituciones son 

responsables de la seguridad carretera en 

México, muchas de las cuales muestran un 

sólido desempeño en áreas específicas dados 

los recursos disponibles; sin embargo, la 

coordinación parece inadecuada ya que se 

cuenta con una legislación sólida para la 

implementación, vigilancia, operación y 

sanciones; pero no es suficiente los 

esfuerzos hasta ahora dados.  

 

Y así un gran sin número de disposiciones 

jurídicas para el control de pesos, 

dimensiones y capacidad en nuestro sistema 

jurídico nacional. 

 

Cuarto. – Que la Ley de Puertos tiene como 

objeto regular puertos, terminales marinas e 

instalaciones portuarias, así como uso y 

aprovechamiento y prestación de los 

servicios portuarios. 

 

En referida ley se contempla a las 

Administradoras Portuarias Integrales, cuyo 

objetivo es administrar, supervisar, 

controlar y promocionar bienes, servicios y 

actividades dentro del recinto portuario.  

 

En este orden de ideas y en atención al 

interés público, las Administraciones 

Portuarias integrales (APIs) cuentan con la 

tecnología, infraestructura, básculas de 

                                                 
3 REVISIÓN DE LA REGULACIÓN DEL TRANSPORTE 

DE CARGA EN MÉXICO. RESUMEN © OCDE 2017. 

Consultado el día 23 de noviembre del 2018, pp. 17. 

pesaje, equipo de medición de dimensiones, 

así como los medios suficientes y bastantes 

para coadyuvar con el Estado en la 

verificación del cumplimiento de las leyes, 

reglamentos, Normas Oficiales Mexicanas y 

demás normas de derecho público, pero 

sabemos de sobra que todo ello no es 

suficiente, no porque no sea  eficaz la 

tecnología utilizada, sino porque no se 

aplica las normas vigentes en dichas 

basculas de las APIs. 

 

Por lo anterior es necesario que los 

particulares y las autoridades concilien sus 

intereses para aprovechar la infraestructura 

en terminales portuarias que redunden en 

beneficio de la población, como lo es la 

vigilancia en el cumplimiento en materia de 

pesos y dimensiones, y con ello prevenir y 

disminuir accidentes carreteros por exceso 

de pesaje en el autotransporte federal. 

 

Para poder lograr lo anterior, se hace 

necesario hacer modificaciones al marco 

regulatorio como un esfuerzo para dar 

continuidad y viabilidad al proyecto de 

desarrollo y regulación del transporte 

carretero en México, donde se conciba a este 

sector como un campo moderno, eficiente y 

útil en lo social y lo económico y sobre todo 

seguro. 

 

A pesar de que México se trasladó con las 

reformas portuarias de 1993 a un modelo de 

titularidad, en la práctica la autonomía de las 

corporaciones portuarias está bastante 

limitada. Como parte de estas reformas, se le 

permitió a los puertos una autonomía 

administrativa y financiera a través de la 

creación de 16 APIs federales administradas 

por la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes, seis estatales, dos por el Fondo 

Nacional de Fomento al Turismo (Fonatur), 
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una API al Sector Privado y una API 

municipal.4 

 

Sus funciones principales son el manejo y el 

aprovechamiento de los puertos mexicanos. 

Sin embargo, las funciones de la autoridad 

portuaria en cuanto a formulación de 

políticas, supervisión, concesiones y 

penalizaciones, le pertenece aún a la SCT, 

en específico, a la Coordinación General de 

Puertos y Marina Mercante. Las APIs se 

encargan de las concesiones otorgadas por la 

SCT, y a su vez proveen por medio de 

compañías privadas una variedad de 

servicios. 

 

Por consecuencia, la SCT tiene la autoridad 

legal y la facultad de otorgar concesiones, 

permisos y autorizaciones para la 

construcción, establecimiento, 

administración, operación y explotación de 

obras y bienes en puertos, terminales 

marítimas e instalaciones portuarias. Para 

ello, es el órgano descentralizado adecuado 

para cumplir con los propósitos de otras 

disposiciones jurídicas aplicables como lo es 

la Norma Oficial Mexicana y coadyuvar en 

la implementación de las políticas 

necesarias para que a través de la 

Administraciones Portuarias Integrales se 

cumpla con la Ley de Caminos, Puentes y 

Autotransporte Federal, el Reglamento 

sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de 

los Vehículos de Autotransporte que 

transitan en los caminos y puentes de 

jurisdicción federal y la Norma Oficial 

Mexicana NOM-012-SCT-2-2017, Sobre el 

peso y dimensiones máximas con los que 

pueden circular los vehículos de 

autotransporte que transitan en las vías 

generales de comunicación de jurisdicción 

federal. 

 

                                                 
4 Mapas del Sistema Portuario Mexicano,  consultado en 

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/CGPMM/U_DGP/Sistem

a_portuario/SPN.pdf 

En este sentido, resulta necesario contar con 

legislaciones nacionales sólidas, que 

abarquen los temas concernientes al 

movimiento de mercancías a través de las 

carreteras de jurisdicción federal en el país 

que permitan aprovechar los recursos 

existentes y a la mano, para obtener los fines 

buscados, como lo es la disminución de la 

violación a la ley y al reglamento en materia 

de pesos y dimensiones. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración de esta asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de:  

 

DECRETO SE REFORMA EL ARTÍCULO 70 

ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA LEY DE 

CAMINOS, PUENTES Y 

AUTOTRANSPORTE FEDERAL, Y SE 

ADICIONA UNA FRACCIÓN XIII AL 

ARTÍCULO 40 DE LA LEY DE PUERTOS 

 

Artículo primero. - Se reforma el artículo 70 

último párrafo de la Ley de Caminos, Puentes y 

Autotransporte Federal, para quedar como sigue: 

 

Artículo 70. … 

 

… 

 

… 

 

La Secretaría instruirá a las Administraciones 

Portuarias Integrales para que lleven a cabo 

verificaciones en materia de pesos y 

dimensiones y los resultados derivados de la 

verificación conjuntamente con el nombre del 

operador, licencia de manejo, camión marca y 

matrícula, ruta, así como de la carta porte se 

notificará al centro más próximo de la entidad, 

y podrá autorizar a terceros de acuerdo con lo 

establecido en la Ley Federal sobre Metrología y 

Normalización. 

  

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/CGPMM/U_DGP/Sistema_portuario/SPN.pdf
http://www.sct.gob.mx/fileadmin/CGPMM/U_DGP/Sistema_portuario/SPN.pdf
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Artículo segundo. - Se adiciona una fracción XIII 

al artículo 40 de la Ley de Puertos para quedar 

como sigue: 

 

Artículo 40. … 

 

I. al XII. … 

 

XIII. Coadyuvar con la Secretaría a través de 

básculas de pesaje y equipo de medición de 

dimensiones, en la verificación que garantice el 

cumplimiento del peso y dimensiones máximos 

que establece la NOM correspondiente 

aplicable en todo embarque transportado por 

cada tipo de vehículo y camino en donde 

circulen. 
 

Artículos transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrara en vigor al 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. - La Secretaría de Comunicaciones y 

Trasportes, contará con 180 días hábiles a partir de 

la entrada en vigor del presente decreto para 

adecuar las disposiciones reglamentarias de las 

leyes respectivas. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 

de abril del 2019. 

 

Dip. Francisco Javier Borrego Adame 

 

 

 

 

 

 

 
 

DEL DIP. FRANCISCO JAVIER BORREGO ADAME 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE ADICIONA 

UN SEGUNDO Y TERCER PÁRRAFO AL ARTÍCULO 39 A 

LA LEY DE CAMINOS, PUENTES Y 

AUTOTRANSPORTE FEDERAL 
 

El suscrito, Francisco Javier Borrego Adame, 

diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario Morena en la LXIV Legislatura de 

la Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 3, numeral 1, fracción 

IX; 6, numeral 1, fracción I; y 77 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta soberanía, la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que adiciona un 

segundo y tercer párrafo al artículo 39 a la Ley de 

Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, al 

tenor del siguiente: 

 

Exposición de motivos 
 

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte 

Federal, otorga a la Secretaria de Comunicaciones 

y Transportes la atribución de vigilar, verificar e 

inspeccionar que los caminos y puentes, así como 

los servicios de autotransporte y sus servicios 

auxiliares, cumplan con los aspectos técnicos y 

normativos correspondientes. 

 

La transportación de carga doméstica por tierra 

representa el 84 %, así como generadora de 2 

millones de empleos directos y contribuir con el 

6.4 % del Producto Interno Bruto del país, esta 

modalidad de transporte de mercancía es la más 

utilizada tanto en México como es Estados Unidos 

de América y Europa. 

 

De las diversas infracciones federales entre las que 

más se incurre regularmente es en el sobrepeso de 

mercancía y en el exceso de dimensiones del 

autotransporte federal, pese a que se cuenta con la 

Normatividad de Pesos y Medidas y eso representa 

un mayor peligro y repercute en mayor 

probabilidad de accidentes carreteros, ahora bien, 

considerando que el autotransporte sobre pasa la 

capacidad de peso en un 30 % en promedio, por lo 
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que se requiere, de manera colectiva, hacer un alto 

en el camino para corregir esta ceguera 

reglamentaria. 

 

Este tipo de actividad de sobrecarga es aceptada 

socialmente hasta cierto punto, sin dimensionar 

los riesgos y daños humanos y materiales que se 

ocasionan, es bien sabido que un vehículo con 

sobre carga, no solo ahorra costo en el número de 

vueltas, aunque se tiene la falsa creencia que 

economizan hidrocarburo, pero no es así, el daño 

a mediano y largo plazo a la cinta asfáltica y 

estructura de los puentes es de alto costo para su 

mantenimiento y reparación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Más de 18,000 accidentes en carreteras durante 

2013 involucraron a un camión o tractocamión, 

según el Consejo Nacional para la Prevención de 

Accidentes. Sin embargo, el movimiento de cargas 

peligrosas, grandes volúmenes, la alta interacción 

con vehículos ligeros y el alto tránsito en zonas 

conurbadas los ha convertido en un factor de 

riesgo al volante, y más en un país en el que el 

número de muertos por accidentes de tránsito está 

cerca de alcanzar las 20,000 muertes por año. 
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Ahora bien, los más relevante de este tema son los 

accidentes viales que generan por el sobrepeso en 

los autotransportes, de acuerdo al Anuario del 

Instituto Mexicano del Transporte apoyados por la 

Dirección General de Autotransporte Federal de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes y con 

la Policía Federal para la obtención de la base de 

datos de accidentes registrados por dicha 

corporación. 

 

Del número total de accidentes en la escala 

nacional, las estadísticas nos marcan lo siguiente: 

 

En los 11,883 siniestros registrados, participaron 

19,388 vehículos (entre los que se incluyen 

vehículo ligero [11,976], articulado [2,378], 

camión unitario [1,663], motocicleta [849], doble 

articulado [1,005], camión de pasajeros [694], 

bicicleta [86] y otros [737, incluye no 

identificados, diversos y ferrocarril]). Dentro de la 

categoría de vehículo ligero, el 73.2% corresponde 

a automóviles y el 26.8% a camionetas pick-up; 

las camionetas con capacidad superior a 15 

personas fueron incluidas en los camiones de 

pasajeros y representan el 18.3% de los camiones 

de pasajeros. 

 

A escala nacional, la distribución porcentual y por 

tipo de participación —es decir, si fue en calidad 

de responsable o involucrado—, así como el 

número de víctimas generadas en dicho siniestro y 

que no corresponde única y exclusivamente al 

vehículo en cuestión; por ejemplo:  

 

El 5.2% de las unidades siniestradas fueron 

vehículos doble articulados (exceso de dimensión 

y de peso), de los cuales en el 70% de los casos 

fueron responsables de la colisión y en el 30% 

restante estuvieron involucrados en una colisión 

ocasionada por otro vehículo. Además, el total de 

víctimas en los accidentes provocados por estos 

vehículos (318) representa el 2.7% del total en la 

esfera nacional. 

 

Ahora bien, enfoquémonos por el tipo de vehículo 

y participación en coaliciones, las estadísticas de 

acuerdo a los porcentajes del 2017, son las 

siguientes: 

En los 11,883 siniestros registrados, participaron 

19,388 vehículos -entre los que se incluyen 

vehículo ligero (11,976), articulado (2,378), 

camión unitario (1,663), motocicleta (849), doble 

articulado (1,005), camión de pasajeros (694), 

bicicleta (86) y otros (737, incluye no 

identificados, diversos y ferrocarril)-. Dentro de la 

categoría de vehículo ligero, el 73.2% corresponde 

a automóviles y el 26.8% a camionetas pick-up; 

las camionetas con capacidad superior a 15 

personas fueron incluidas en los camiones de 

pasajeros y representan el 18.3% (127) de los 

camiones de pasajeros. 

 

Ahora bien, en cuanto la media nacional de la 

participación de los vehículos de carga en 

colisiones no supera el 26%; sin embargo, para 

algunos estados esta participación supera el 35%; 

por ejemplo: Nuevo León acumula el 42.9% 

(29.04 articulado, 7.04 camión unitario y 6.8 doble 

articulado); Nayarit 37.3% (23.4 articulado, 9.8 

camión unitario y 4.1 doble articulado), y 

Coahuila, el 36.6% (17.7 articulado, 10.2 doble 

articulado y 8.7 camión unitario). En Coahuila, 

Colima y Tamaulipas, la participación del doble 

articulado oscila entre el 10.2 y 12.8% del total de 

vehículos siniestrados. La media nacional de la 

participación de la motocicleta en los siniestros —

ya sea como responsable o involucrado— es de 

4.4%, con valores máximos en los estados de 

Colima (11.1%), la CDMX (10.6%) y Yucatán 

(13.7%). En el caso de la bicicleta, ésta tiene una 

participación baja (0.4%), aunque en 

Aguascalientes, Quintana Roo y Yucatán excede 

el 1.3%. En el ámbito nacional el vehículo ligero 

es el que concentra el mayor número de víctimas 

(personas muertas o lesionadas), en calidad de 

responsables, con 8,168 (69%) y en segundo orden 

de importancia con 7.4% cada uno, se encuentra el 

camión articulado con 881 y el camión de 

pasajeros con 875. 

 

La siguiente gráfica muestra la distribución de la 

flota vehicular siniestrada por tipo de 

participación y antigüedad en la cual se puede 

apreciar un alto índice de vehículos articulados y 

los doblemente articulado. 
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Ahora bien, el apéndice del “Reglamento sobre el 

Peso y Dimensiones” contiene un listado de 604 

tramos carreteros, los cuales se han clasificado en 

función de sus características físicas. Dicha 

clasificación define la operación de la carretera en 

cuanto al tipo de vehículos que pueden circular por 

ella. En la siguiente tabla que nos da el total de una 

larga lista de 19 tablas, que para efectos de cifras 

solo se puso con los totales, desglosa los saldos de 

siniestralidad para los 536 tramos definidos en el 

reglamento que registraron colisiones durante 

2017. Las primeras tres columnas describen el 

número, el nombre de la carretera y tramo y la 

clasificación del tipo de carretera– todos estos 

datos tomados del reglamento–, las siguientes 

columnas muestran los saldos de siniestralidad. 

 

Saldos por tramo según el “Reglamento sobre 

el Peso y Dimensiones” 

 

Cabe mencionar que, en el 2017 la Secretaría de 

Economía envió a la Comisión Federal de Mejora 

Regulatoria (Cofemer) el Proyecto de Norma 

Oficial Mexicana (PROY-NOM-198-SCFI-2017) 

de Instrumentos de medición – sistemas de pesaje 

y dimensionamiento dinámicos vehicular. 

 

El PROY-NOM consta de 249 artículos o 

cláusulas, incluyendo tres apéndices (A, B y C). El 

objetivo es contar con un instrumento que permita 

nuevos procedimientos de verificación; 

mediciones precisas del Peso Bruto Vehicular 

(PBV) en el autotransporte de carga; una 

operación efectiva de la NOM-012-SCT-2-2014, 

que regula los pesos y dimensiones del 

autotransporte federal. 

 

La presentación de esta norma es condición para 

lograr hacer la vigilancia de los pesos y 

dimensiones a través de los arcos de revisión 

electrónica, ahora denominados “Sistema de 

Pesaje y Dimensionamiento Dinámico Vehicular”, 

en vez de las básculas fijas que existen, mismas 

que no cumplen con su objetivo. 

 

En ese entonces, el titular Adrián del Mazo, 

director general de Autotransporte Federal de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

(SCT), había anticipado que, en el primer trimestre 

del 2017, se contaría con el primer arco de revisión 

dinámica de pesos y dimensiones. Al referirse 

sobre los costos de implementación de esta norma, 

precisó que la misma tiene un impacto en más de 

806 mil 405 unidades motrices y de arrastre que 

transitan en los más de 50 mil kilómetros, que 

conforman la Red Nacional de Carreteras en 

México. Al tiempo que tendrá efecto sobre las más 

de 134 unidades económicas que participan en el 

autotransporte de carga. 

 

Pero como siempre, todo esto queda solo en 

buenas intenciones porque su aplicación no es 

visible, no es palpable, sin embargo, los accidentes 

por vehículos con sobrepeso y exceso de 

dimensión son una realidad a nuestro alrededor y 

en las estadísticas. 

 

Por otro lado, y conforme al Título Octavo en 

materia de sanciones, artículo 74 de la Ley de 

Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, es la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, es la 

facultada por parte del Ejecutivo federal para 

sancionar cualquier tipo de infracción en las 

diferentes vías de comunicación en el país y en 

especial en el sistema carretero, se propone como 

parte medular de la presente iniciativa lo siguiente.  

 

Derivado de la situación actual, se considera que 

la inversión para la construcción y puesta en 

marcha de los arcos dinámicos, se invite la 

participación de la iniciativa privada, a efecto de 

no generar erogación alguna de recursos 

económicos a cargo del gobierno federal. El 

otorgamiento de la concesión al sector privado de 

los Arcos de Pesaje Dinámicos, tendrá como 

propósito el de vigilar el cumplimiento de la 

norma de pesos y dimensiones, siendo el espíritu 

principal de la presente iniciativa, ya que el 

objetivo final de su aplicación no es con fines de 

lucro sino de seguridad nacional. Su 

funcionamiento y aplicación en las carreteras 

federales es de vital importancia. 

 

La participación e invitación al sector privado, 

incluidos los concesionarios de carreteras, 

obtendrán los beneficios que a cambio de la 
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inversión realicen para instalar estratégicamente 

los arcos dinámicos, el gobierno federal les 

concederá más concesiones, o bien se les otorgue 

un porcentaje, o contraprestación por las multas 

que se apliquen a los transportistas que excedan el 

sobrepeso, y exceso de dimensiones o velocidad 

permitida. 

 

Lo anterior en el marco de la puesta en marcha del 

esquema promovido por el gobierno federal, 

relativo a las asociaciones público-privadas, 

denominado Proyecto de Prestación de Servicio en 

Carretera (PPS). Con esta innovación se pretende 

modernizar e impulsar el desarrollo de la 

infraestructura carretera, aquí se podría integrar el 

proyecto de la construcción de los Sistema de 

Pesaje y Dimensionamiento Dinámico Vehicular. 

 

El sentido común de esta iniciativa, es que, con las 

inversiones contempladas en el proyecto, se 

tendría menor desgaste en las carreteras, si en ellas 

no circulan vehículos con sobrepeso. Por 

consecuencia los inversionistas, también van a 

tener un beneficio si invierten en esta 

infraestructura. 

 

El desgaste en carreteras no solo afecta la 

infraestructura, sino también a los usuarios, como 

el desgaste en embragues, frenos, amortiguadores, 

lubricantes, hidrocarburos (mayor 

contaminación), llantas, carrocería, mayor tiempo 

de recorrido. 

 

Para el mantenimiento carretero según el último 

PEF 2018, se considera entre los nueve mil 

millones de pesos, ¿aquí cabe preguntar? que es 

más costoso e importante, ajustar el peso y 

dimensiones de los autotransportistas 

contemplado en las normas para seguridad de las 

vidas humanas, o estar erogando esas cantidades 

para el mantenimiento de la red carretera. 

 

Por mencionar un ejemplo que pueda ser 

representativo de la situación actual del país, en el 

estado de Jalisco, solamente se tiene un centro de 

pesaje, operado con tres inspectores, si en 

promedio circulan 8 mil unidades, es imposible 

hacer valer y aplicar la ley en esta materia si se 

cuenta con la mínima infraestructura y personal 

disponible. 

 

Es comprensible, ante la falta de Centros de 

Pesaje, los particulares aprovechan para 

sobrecargar y transportar más material del 

permisible, fomentando la corrupción, contrario a 

uno de los ejes de la actual administración que 

encabeza en el país, el presidente Andrés Manuel 

López Obrador. El combate a la corrupción a 

través de la 4ta. Transformación, está dando ya 

resultados para erradicarla, ya que México se 

encuentra contaminado por este terrible mal.  

 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a 

consideración el siguiente proyecto de iniciativa. 

 

DECRETO POR EL QUE ADICIONA UN 

SEGUNDO Y TERCER PÁRRAFO AL 

ARTÍCULO 39 A LA LEY DE CAMINOS, 

PUENTES Y AUTOTRANSPORTE 

FEDERAL. 

 

Único. - Se adiciona un segundo y tercer párrafo 

al artículo 39 de la Ley de Caminos, Puentes y 

Autotransporte Federal.  

 

Artículo 39.- … 

 

Queda estrictamente prohibido al 

autotransporte de carga circular en la red de 

carreteras federales, que no cumplan con las 

normas oficiales mexicanas de peso y 

dimensiones máximas, conforme a los 

resultados emitidos de los arcos dinámicos. 

 

Para el cumplimiento del presente artículo, la 

Secretaría deberá de estar conectada al sistema 

de información, que reflejen los resultados de 

la verificación del transporte de carga, 

operados por los arcos dinámicos al centro local 

de la Secretaría que le corresponda. Si la 

verificación no cumple con la normatividad 

vigente, el centro será el responsable conforme 

a la Ley, de ejecutar la sanción respectiva. 

 

Transitorio 
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Único. - El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de abril del 

2019 

 

Dip. Francisco Javier Borrego Adame 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. IRINEO MOLINA ESPINOZA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY ORGÁNICA 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y SE 

REFORMA EL NUMERAL 3 DEL ARTÍCULO 79 DEL 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

 

El que suscribe, Irineo Molina Espinoza, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena de 

la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

71, fracción II, 73, fracción XXXI de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78, y 

demás relativos y aplicables del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, presento ante esta 

Honorable Soberanía, al tenor de la siguiente:  

 

Exposición de motivos 

 

Planteamiento del problema 

Dentro de las atribuciones con que cuenta un 

legislador, tanto de la Cámara de Diputados como 

del Senado de la República, está la de poder 

solicitar cualquier información a los Poderes de la 

Unión o a cualquiera otra instancia federal, en el 

caso particular de las y los Diputados este derecho 

se encuentra establecido en la fracción VIII del 

artículo 6 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados. 

 

En el caso de los senadores, ese derecho se 

encuentra previsto en la fracción VII del artículo 8 

del reglamento del Senado de la República, pero 

además tienen previsto en la fracción I del numeral 

1 del artículo 276 del citado ordenamiento, que 

podrán solicitar dicha información a través de 

proposiciones con puntos de acuerdo, situación 

que actualmente se limita a las y los diputados, ya 

que en el artículo 79 de nuestro reglamento, no se 

permite presentar proposiciones con punto de 

acuerdo para solicitar remisión de información o 

informes a través de esta figura parlamentaria y se 

señala que la información debe solicitarse a través 

de una oficina de gestión, situación que se estima 

que restringe nuestro derecho de tener acceso y 

allegarnos de información que es de nuestro 

interés, así como de los electores que 

representamos. 

 

Por ello, se propone homologar dicha permisión 

que tienen los senadores e incluirla en el 

Reglamento de la Cámara de Diputados 

modificando el artículo 79, de igual forma, se 

propone reformar el artículo 23 de la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal a efecto de 

que incluir una exigencia para las dependencias 

del Ejecutivo federal de que remitan información 

a las cámaras del Congreso de la Unión cuando 

estás se la requieran y de establecer un plazo de 30 

días naturales para que den cumplimiento a dicha 

obligación. 

 

Con dichas propuestas legislativas se fomenta y 

fortalece el derecho de las y los diputados para 

solicitar información para el adecuado desarrollo 

de nuestra función legislativa, pero además se 

fortalecen los mecanismos de rendición de cuentas 

y sobre todo de la colaboración que debe imperar 

entre los poderes Ejecutivo y Legislativo.  

 

Argumentos que sustentan las modificaciones 

legislativas 

Actualmente para el mejor desempeño de las 

funciones de los Poderes de la Unión se requiere 

que exista una plena colaboración entre los 

mismos, aspecto que incluye el compartir 

información sobre las funciones y actividades que 

los mismos realizan, así como de la forma y 

destino que les dan a los recursos públicos que 

reciben para el cumplimiento de sus atribuciones. 
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Esa colaboración debe ser exteriorizada a través de 

la remisión de información que permita 

documentar todo acto que derive del ejercicio de 

las facultades, competencias o funciones de los 

poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así 

como de toda dependencia, entidad o ente público, 

incluyendo a los autónomos. 

 

Los poderes Ejecutivo y Legislativo han tenido 

una aplicación más activa en el intercambio de 

información, por lo menos desde los años noventa, 

en que el titular del Ejecutivo ya no contaba con la 

afiliación a su partido de la mayoría de los 

integrantes del Congreso de la Unión. 

 

Con el fortalecimiento y dinamismo que ha venido 

adquiriendo el Congreso de la Unión en las últimas 

dos décadas, las y los legisladores requerimos 

constantemente de información para poder 

cumplir con las funciones de nuestro encargo, ya 

que la misma permite que podamos dimensionar la 

realidad nacional y podamos enfocarnos en 

realizar acciones en representación de las y los 

mexicanos. 

 

Dentro de esa información se encuentra la que se 

genera con el actuar de las dependencias y entes 

públicos, la aplicación de las políticas públicas, así 

como todas y cada una de las acciones que 

implementa el Poder Ejecutivo Federal y las 

dependencias de la administración pública 

centralizada y no centralizada, así como del 

ejercicio y aplicación de los recursos públicos que 

le son asignados para cumplir con dichos fines y 

atribuciones. 

 

En México hemos adoptado como en otros países, 

un sistema de pesos y contrapesos en el ejercicio 

de las atribuciones específicas de los poderes 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial, que incluye la 

vigilancia reciproca para evitar el actuar abusivo o 

excesivo de cualquiera de los mismos, así como un 

mecanismo de colaboración para ayudarse 

mutuamente y complementar el ejercicio de sus 

respectivas atribuciones, mismos que se 

encuentran contenidos en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

El principio de la división de poderes nació en 

Francia en 1789, durante las sesiones de la 

Asamblea Nacional, con el objeto de prevenir el 

despotismo y asegurar el imperio de la ley, ya que 

los excesos del monarca que concentraba el poder 

que habían prevalecido en Europa antes y durante 

el siglo XVIII, generaban la necesidad de que los 

poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial 

estuvieran y fueran ejercidos por actores distintos, 

toda vez que la concentración del poder es 

contraria  la idea de la libertad. 

 

Actualmente en nuestro país cada uno de los 

Poderes de la Unión y los órganos autónomos 

tienen plenamente definidas sus competencias y 

atribuciones desde la Constitución general y las 

leyes ordinarias, como es el caso del Poder 

Legislativo conformado por la Cámara de 

Diputados y el Senado de la República que 

constituyen el Congreso de la Unión, que si bien 

es cierto cuentan con un cúmulo de facultades 

como la de legislar, también realizan funciones 

jurisdiccionales como la declaración de 

procedencia y el juicio político, o de 

administración cuando determinan por separado 

su funcionamiento interior, así como el manejo, 

uso y destino de los recursos públicos de su 

respectivo presupuesto. 

 

Esta división de poderes consagrada en el artículo 

49 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos no es absoluta ni rígida, ya que 

posibilita que estos poderes requieran de 

cooperación o colaboración entre ellos para el 

perfeccionamiento de actos gubernativos o para la 

realización de ciertas funciones. 

 

Esto implica que debe existir conexión entre los 

tres Poderes de la Unión para cumplir con fines 

que resultan necesarios para el bien común de las 

y los mexicanos, en suma, deben de trabajar 

juntos, ya que el objetivo es beneficiar al país y a 

su población, por ello, el compartir información 

entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo que 

documente el cumplimiento de funciones, de las 

políticas públicas y el destino de los recursos 

públicos es vital en la consolidación de un Estado 

de derecho democrático. 
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No hay que pasar por alto que el derecho a la 

información es un derecho humano, consagrado en 

el artículo XIX de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos mismo que señala que todo 

individuo tiene derecho a investigar y recibir 

informaciones y opiniones y a difundirlas, sin 

limitaciones de fronteras y por cualquier medio de 

expresión, por ello, los países firmantes de dicho 

convenio internacional asumieron la obligación de 

integrar en sus constituciones nacionales y a su 

legislación ordinaria, la integración de este 

derecho y de los mecanismos para garantizarlo. 

 

En el caso de México, este derecho se integró en 

el artículo 6° de nuestra Constitucional General, 

que establece explícitamente que el derecho a la 

información será garantizado por el Estado, 

considerándolo como un derecho humano y una 

garantía social, es decir, que es un derecho básico 

para el mejoramiento de una conciencia ciudadana 

que contribuye a que ésta sea más enterada, lo cual 

es esencial para el progreso de nuestra sociedad, 

siempre y cuando dicha información no se 

encuentre manipulada, incompleta o alterada, ya 

que se estaría afectando la posibilidad de conocer 

la verdad. 

 

Por ello, en nuestra legislación nacional hemos 

adoptado el principio de publicidad de toda la 

información en posesión de cualquier autoridad, 

órgano u organismos federal, estatal o municipal, 

salvo los casos en que por razones de interés 

público se puedan crear afectaciones por revelar 

dicha información, caso en que procede la reserva 

de la misma. 

 

Esta situación sustenta la necesidad de reformar el 

artículo 23 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal a efecto de incluir 

una disposición que exija a los titulares de las 

secretarias de estado, directores de organismos 

descentralizados y de empresas de 

participación estatal mayoritaria a que envíen 

información relacionada con el ejercicio de sus 

funciones o sobre la aplicación de políticas 

públicas, acciones o programas a su cargo, así 

como del destino de los recursos públicos que les 

sean asignados, cuando esta les sea requerida 

por cualquiera de las cámaras que integran el 

Congreso de la Unión o por la Comisión 

Permanente en los recesos de los periodos 

ordinarios de sesiones. 
 

Se pretende de dotar de una mayor efectividad 

a dicha disposición, al establecer un plazo 

cierto y determinado para que los sujetos 

obligados den cumplimiento a la remisión de 

dicha información, mismo que será computado 

a partir del día siguiente en que dicha solicitud 

sea recibida formalmente por dichos sujetos. 
 

De igual manera, a efecto de fortalecer el 

derecho de las y los diputados de solicitar 

cualquier información a los Poderes de la Unión o 

a cualquiera otra instancia federal o local, se 

propone reformar el numeral 3 del artículo 79 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados para 

permitir que mediante la figura parlamentaria de la 

proposición con punto de acuerdo, se pueda 

solicitar la misma, situación que posibilitará que la 

opinión pública pueda percatarse que las y los 

diputados nos pronunciamos para solicitar 

informes o información en relación a un 

determinado tema que a su vez podría resultar de 

su interés. 

 

He de hacer notar que la presente iniciativa no 

genera impacto presupuestario, toda vez que no se 

enfoca en la creación de figuras jurídicas que 

requieran el gasto de recursos públicos para su 

implementación, instrumentación o 

funcionamiento, sino que se pretende regular de 

mejor manera la figura parlamentaria de la 

Proposición con punto de acuerdo contenida en la 

Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los Reglamentos de cada 

una de las cámaras que integran dicho Congreso. 

 

Para fines didácticos, se reproducen a 

continuación cuadros comparativos de la 

redacción que actualmente tiene el artículo 23 de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal y el artículo 79 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, así como de las propuestas 

legislativas en las que se basa la presente 

iniciativa.  
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(Cuadro comparativo artículo vigente y 

proyecto de reforma) 

 

TEXTO VIGENTE 

LOAPF 

PROPUESTA DE 

REFORMA 

Artículo 23. Los 

Secretarios de 

Estado, una vez 

abierto el período de 

sesiones ordinarias, 

darán cuenta al 

Congreso de la 

Unión del estado que 

guarden sus 

respectivos ramos y 

deberán informar, 

además, cuando 

cualquiera de las 

Cámaras los cite en 

los casos en que se 

discuta una ley o se 

estudie un negocio 

concerniente a sus 

actividades. Esta 

última obligación 

será extensiva a los 

directores de los 

organismos 

descentralizados y de 

las empresas de 

participación estatal 

mayoritaria. 

 

(Sin correlativo) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 23. ... 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Los secretarios de 

Estado, los directores 

de los organismos 

descentralizados y de 

las empresas de 

participación estatal 

mayoritaria 

remitirán 

información 

relacionada con el 

ejercicio de sus 

funciones o sobre la 

aplicación de 

políticas públicas, 

acciones o 

programas a su 

(Sin correlativo) 
 

cargo, así como del 

destino de los 

recursos públicos 

que les sean 

asignados, cuando así 

se los requiera 

cualquiera de las 

cámaras que 

integran el Congreso 

de la Unión o por la 

Comisión 

Permanente en los 

recesos de los 

periodos ordinarios 

de sesiones. 

 

La remisión de dicha 

información deberá 

de realizarse en un 

plazo que no 

excederá de treinta 

días naturales, 

contados a partir del 

día siguiente en que 

dicha solicitud sea 

recibida 

formalmente por las 

dependencias o 

entidades señalas en 

el párrafo que 

antecede. 
 

 

(Cuadro comparativo artículo vigente y 

proyecto de reforma) 

 

TEXTO VIGENTE 

RCD 

PROPUESTA DE 

REFORMA 

Artículo 79. 

 

1.  … 

 

I.  … a  III. 

 … 

 

2.  … 

 

Artículo 79. 

 

1.  … 

 

I.  … a  III. 

 … 

 

2.  … 
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I.  … a  VII. 

 … 

 

3. Las solicitudes de 

gestión, de 

ampliación de 

recursos, de 

información a una 

dependencia 

gubernamental, o 

peticiones para citar 

a comparecer a algún 

servidor público del 

Poder Ejecutivo 

Federal, no serán 

consideradas como 

proposiciones. Estas 

se sustanciarán de la 

siguiente manera: 

 

(Sin correlativo) 

 

 

 

 

 

 

 

I.  Las gestiones 

deberán exponerse 

de manera directa 

ante el Comité de 

Información, 

Gestoría y Quejas; 

 

II.  Las 

solicitudes de gestión 

o ampliación de 

recursos del Proyecto 

de Presupuesto de 

Egresos de la 

Federación, deberán 

presentarse de 

manera directa ante 

la Comisión de 

Presupuesto y 

Cuenta Pública, en 

I.  … a  VII. 

 … 

 

3. Las solicitudes de 

información a una 

dependencia 

gubernamental, o 

peticiones para citar 

a comparecer a algún 

servidor público del 

Poder Ejecutivo 

Federal se realizarán 

a través de 

Proposiciones con 

Punto de Acuerdo. 
 

Las solicitudes de 

gestión o de 

ampliación de 

recursos a una 

dependencia 

gubernamental no 

serán consideradas 

como proposiciones. 

Estas se sustanciarán 

de la siguiente 

manera: 

 

I.  Las gestiones 

deberán exponerse 

de manera directa 

ante el Comité de 

Información, 

Gestoría y Quejas; 

 

II.  Las 

solicitudes de gestión 

o ampliación de 

recursos del Proyecto 

de Presupuesto de 

Egresos de la 

Federación, deberán 

presentarse de 

manera directa ante 

la Comisión de 

Presupuesto y 

Cuenta Pública, en 

los términos que ésta 

determine; 

 

III.  Las 

solicitudes de 

información, a la 

dependencia 

gubernamental que 

corresponda, y 

 

 

IV.  Las 

peticiones para que 

una comisión se 

reúna con algún 

funcionario público 

del Poder Ejecutivo 

Federal, deberán 

hacerse conforme a 

lo establecido en la 

Ley. 

 

los términos que ésta 

determine, y  

 

III.  Las peticiones 

para que una 

comisión se reúna 

con algún 

funcionario público 

del Poder Ejecutivo 

Federal, deberán 

hacerse conforme a 

lo establecido en la 

Ley. 

 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta Honorable Soberanía, los 

siguientes proyectos de decreto por los que se 

proponen reformar el artículo 23 de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal y 

el artículo 79 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados: 

 

Artículo primero: se reforma el artículo 23 de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, para quedar como sigue: 

 

Artículo 23. ... 

 

Los Secretarios de Estado, los directores de los 

organismos descentralizados y de las empresas 

de participación estatal mayoritaria remitirán 

información relacionada con el ejercicio de sus 

funciones o sobre la aplicación de políticas 

públicas, acciones o programas a su cargo, así 

como del destino de los recursos públicos que 

les sean asignados, cuando así se los requiera 

cualquiera de las cámaras que integran el 

Congreso de la Unión o por la Comisión 
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Permanente en los recesos de los periodos 

ordinarios de sesiones. 

 

La remisión de dicha información deberá de 

realizarse en un plazo que no excederá de 

treinta días naturales, contados a partir del día 

siguiente en que dicha solicitud sea recibida 

formalmente por las dependencias o entidades 

señalas en el párrafo que antecede. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Artículo segundo: se reforma el numeral 3 del 

artículo 79 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, para quedar como sigue: 

 

 

Artículo 79. 

 

1.  … 

 

I.  … a  III.  … 

 

2.  … 

 

I.  … a  VII.  … 

 

3. Las solicitudes de información a una 

dependencia gubernamental, o peticiones para 

citar a comparecer a algún servidor público del 

Poder Ejecutivo Federal se realizarán a través 

de Proposiciones con Punto de Acuerdo. 
 

Las solicitudes de gestión o de ampliación de 

recursos a una dependencia gubernamental no 

serán consideradas como proposiciones. Estas 

se sustanciarán de la siguiente manera: 

 

I.  Las gestiones deberán exponerse de 

manera directa ante el Comité de Información, 

Gestoría y Quejas; 

II.  Las solicitudes de gestión o ampliación 

de recursos del Proyecto de Presupuesto de 

Egresos de la Federación, deberán presentarse 

de manera directa ante la Comisión de 

Presupuesto y Cuenta Pública, en los términos 

que ésta determine, y  

 

III.  Las peticiones para que una comisión se 

reúna con algún funcionario público del Poder 

Ejecutivo Federal, deberán hacerse conforme a 

lo establecido en la Ley. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro 22 de abril de 

2019 

 

Dip. Irineo Molina Espinoza 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. ALEJANDRO CARVAJAL HIDALGO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS Y LA LEY DE FISCALIZACIÓN 

Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN  

  

El que suscribe, Alejandro Carvajal Hidalgo, 

diputado de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario de Partido Morena, con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en los artículos 6, fracción I y 77 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, presento 

ante esta soberanía la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y 

la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 

la Federación. 

 

Exposición de motivos 
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De conformidad con el artículo 108 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se establece la definición de quienes 

son servidores públicos: 

  
Artículo 108. Para los efectos de las 

responsabilidades a que alude este Título se 

reputarán como servidores públicos a los 

representantes de elección popular, a los miembros 

del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios 

y empleados y, en general, a toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza en el Congreso de la Unión o en la 

Administración Pública Federal, así como a los 

servidores públicos de los organismos a los que esta 

Constitución otorgue autonomía, quienes serán 

responsables por los actos u omisiones en que 

incurran en el desempeño de sus respectivas 

funciones. [énfasis añadido] 

  

De lo anterior se desprende que se reputan como 

servidores públicos aquellos funcionarios o 

cualquier persona que desempeñen un “empleo, 

cargo o comisión” de cualquier naturaleza, de esta 

forma, la Constitución considera que 

independientemente de la relación laboral, las 

personas que ejercen funciones u ostentan un 

cargo en una dependencia o entidad de la 

Administración Pública Federal deben ser 

considerado un servidor público. 

  

El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 

para los Trabajadores (Infonavit) es una entidad de 

la Administración Pública Federal, 

específicamente es un organismo descentralizado 

integrante de la Administración Pública 

Paraestatal en términos del artículo 90 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Al respecto, la propia Ley Federal de 

Entidades Paraestatales reconoce al Infonavit 

como sujeto regulado por la misma, con excepción 

de lo que corresponde a su forma de gobierno: 
 

Artículo 5o. El Instituto Mexicano del Seguro Social, 

el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, el Instituto del Fondo 

Nacional de Vivienda para los Trabajadores, el 

Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas 

Armadas, el Instituto Nacional de las Mujeres, la 

                                                 
1https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5534868&fec

ha=15/08/2018 

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 

Indígenas y los demás organismos de estructura 

análoga que hubiere, se regirán por sus leyes 

específicas en cuanto a las estructuras de sus 

órganos de gobierno y vigilancia, pero en cuanto a 

su funcionamiento, operación, desarrollo y control, 

en lo que no se oponga a aquellas leyes específicas, 

se sujetarán a las disposiciones de la presente Ley. 

[énfasis añadido] 

 

Por su parte, la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal dispone: 

  

Artículo 45.- Son organismos 

descentralizados las entidades creadas por 

ley o decreto del Congreso de la Unión o por 

decreto del Ejecutivo Federal, con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, 

cualquiera que sea la estructura legal que 

adopten. [énfasis añadido] 

 

Asimismo, el Infonavit, se encuentra listado 

dentro de la Relación de Entidades Paraestatales 

publicada por la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público en el Diario Oficial de la Federación el 

15 de agosto de 2018.1 

  

Que de conformidad con los Tribunales 

Colegiados de Circuito, la Contraloría Interna 

(ahora Contraloría General) del Infonavit, podrá 

imponer sanciones que son de diferente naturaleza 

a las disposiciones previstas en la Ley Federal de 

Trabajo, que tienen su origen en el artículo 123 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, dado que la naturaleza del Infonavit es 

de ser un organismo descentralizado del Estado, 

por lo que le aplica la Ley Federal de Entidades 

Paraestatales y que sus infracciones son 

sancionadas conforme al régimen de 

responsabilidad de servidores públicos: 

 
DESTITUCIÓN DE UN SERVIDOR PUBLICO 

POR LA CONTRALORÍA INTERNA ADSCRITA 

AL "INFONAVIT" CON BASE EN LA LEY 

FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS, NO EQUIVALE A UN 

DESPIDO EN TÉRMINOS DE LA LEY 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5534868&fecha=15/08/2018
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5534868&fecha=15/08/2018
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FEDERAL DEL TRABAJO, POR SER DE 

NATURALEZA ADMINISTRATIVA Y NO 

LABORAL.2 

 

Si la conducta de la Contraloría Interna adscrita al 

"Infonavit" se circunscribió a dictar una resolución 

administrativa en la que destituyó al actor del puesto 

que ocupaba en ese instituto, inhabilitarlo para 

desempeñar otro cargo o empleo e imponerle una 

sanción económica, en uso de las atribuciones a que 

se refieren los artículos 37, fracción XII, de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal, 62 

de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, 53, 56, 

fracción VI, 57, párrafo segundo, 60, 70 y 75 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos y 109 de la Constitución Federal, sanciones 

que son de diferente naturaleza a las disposiciones 

previstas en la Ley Federal del Trabajo, que tienen 

su origen en el artículo 123 de la Carta Magna, 

aunado a que los numerales que enseguida se indican 

establecen: el 108 constitucional, que son servidores 

públicos todas las personas que desempeñen un 

puesto, cargo o comisión en la administración 

pública federal, el 1o. de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, que la 

administración pública federal se integra con la 

administración pública centralizada y paraestatal, el 

diverso 45 del mismo ordenamiento, que son 

organismos descentralizados las entidades creadas 

por ley o decreto del Congreso de la Unión o del 

Ejecutivo Federal, con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, cualquiera que sea la estructura 

legal que adopten, el 2o. de la Ley del "Infonavit", 

que dicho instituto es un organismo público de 

servicio social con personalidad jurídica y 

patrimonio propio y, en consecuencia, su naturaleza 

jurídica es la de un organismo descentralizado del 

Estado, y los diversos 5o. y 13 de la Ley Federal de 

las Entidades Paraestatales, que dicha ley es 

aplicable al "Infonavit" y que las infracciones a la 

misma son sancionadas conforme al régimen de 

responsabilidades de los servidores públicos, se 

colige que la Junta responsable al dictar el laudo 

combatido aplicó inexactamente los artículos 123 de 

la Constitución Federal, 47, 527 y 604 de la Ley 

Federal del Trabajo, porque la propia conducta 

atribuida a la contraloría no es de naturaleza laboral 

entre un trabajador y un patrón, sino administrativa 

entre un servidor público adscrito al "Infonavit" y 

una autoridad administrativa que depende 

jerárquicamente de la Secretaría de la Contraloría y 

                                                 
2 Novena Época, Registro: 194756, Tribunales Colegiados 

de Circuito, Aislada, Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo IX, enero de 1999. Materia(s): Laboral. 

Tesis: VII.1o.A.T.24 L. Página: 849. 

 

Desarrollo Administrativo del Gobierno Federal, 

que cuenta con facultades para destituir a servidores 

públicos con base en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

condiciones en las cuales, es ilegal que la Junta 

considere probada la acción de reinstalación por 

despido y condene al pago de salarios caídos, sobre 

la base de que la controlaría demandada debió 

cumplir con las exigencias de la Ley Federal del 

Trabajo, máxime si no existe constancia de que la 

destitución ordenada por la misma haya sido 

anulada a través del juicio administrativo 

correspondiente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 

ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 1348/97. Quintín Hidalgo 

Hernández, en su carácter de Contralor Interno del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores y otro. 8 de diciembre de 1998. 

Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. 

Secretario: Luis García Sedas. 

 

Adicionalmente, existe otro criterio de los 

Tribunales Colegiados de Circuito, que señala que 

las conductas delictivas que cometa uno de sus 

servidores con motivo de sus funciones o en el 

ámbito de sus atribuciones, es de carácter federal3: 

  
COMPETENCIA FEDERAL. SE SURTE EN EL 

CASO DE DELITOS COMETIDOS POR 

EMPLEADOS DEL INSTITUTO DEL FONDO 

NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES EN EJERCICIO DE SUS 

FUNCIONES O CON MOTIVO DE ELLAS, O 

QUE SE PERPETREN EN CONTRA DE DICHO 

INSTITUTO CON MOTIVO DE LAS 

FUNCIONES QUE LEGALMENTE TIENE 

ENCOMENDADAS. 
 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 48 

y 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, los Jueces de Distrito que no tengan 

jurisdicción especial conocerán de los asuntos que, 

de manera enumerativa pero limitativa a la vez, 

contempla el segundo de tales normativos, 

mismo que, en su fracción I, establece que 

3 Novena Época, Registro: 189768, Tribunales Colegiados 

de Circuito, Aislada, Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo XIII, mayo de 2001, Penal, Tesis: XI.2o.34 

P, Página: 1104. 
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son de su competencia los delitos que sean del orden 

federal, definiendo los que participan de esta 

naturaleza en los incisos de que se compone dicha 

fracción, de los cuales destacan, entre otros, los que 

se mencionan en el e), f), h) e i), y que en su orden se 

refieren a aquellos en los que la Federación sea 

sujeto pasivo, los que se cometan por un funcionario 

público en ejercicio de sus funciones o con motivo de 

ellas, o con motivo o en contra del funcionamiento de 

un servicio público federal, aunque dicho servicio 

esté descentralizado o concesionado, o en 

menoscabo de los bienes afectos al mismo.  

 

Mientras que el numeral 212 del Código Penal 

Federal dispone que es servidor público, entre otras: 

"... toda persona que desempeñe un empleo, cargo o 

comisión de cualquier naturaleza en ... organismos 

descentralizados ...". Por tanto, si el Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores es un ente de servicio social con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, creado a 

la luz de la ley del mismo nombre por decreto del 

Congreso de la Unión, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el veinticuatro de abril de mil 

novecientos setenta y dos, por lo mismo, es inconcuso 

que constituye un organismo descentralizado en 

términos del artículo 45 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, que precisamente 

describe como tales a todos aquellos que sean 

creados por ley o decreto del Congreso de la Unión 

o por decreto del Ejecutivo Federal, con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, 

cualquiera que sea la estructura legal que adopten y, 

por ende, cualquier conducta delictiva que cometa 

uno de sus servidores con motivo de sus funciones o 

en el ámbito de sus atribuciones, o que se perpetre en 

contra de dicho instituto en virtud de las que tiene 

encomendadas, debe reputarse de carácter federal y, 

por tanto, de la competencia de un Juez de Distrito. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL 

DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

                                                 
1 INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 

VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. CONTRA LA 

OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD 

FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE 

PETICIÓN, QUE DEBE RESPONDER EN SU 

CARÁCTER DE ENTE ENCARGADO DE 

ADMINISTRAR LAS APORTACIONES 

ACUMULADAS EN EL FONDO NACIONAL DE LA 

VIVIENDA, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO [INAPLICABILIDAD DE LA 

Competencia 7/2000. Suscitada entre los Jueces 

Quinto de Distrito en el Estado de Michoacán, con 

residencia en la ciudad de Uruapan y Segundo de 

Primera Instancia en Materia Penal del propio 

Distrito Judicial. 29 de noviembre de 2000. 

Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Sahuer 

Hernández. Secretario: Gilberto Díaz Ortiz. [Énfasis 

añadido] 

  

En el mismo sentido, la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas define 

servidor público en su artículo 3° de la siguiente 

forma: 

  
… XXV. Servidores Públicos: Las personas que 

desempeñan un empleo, cargo o comisión en los 

entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; … 

 

Que la misma ley define que son los entes 

públicos: 

  
X. Ente público: Los Poderes Legislativo y Judicial, 

los órganos constitucionales autónomos, las 

dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, y sus homólogos de las entidades 

federativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad 

de México y sus dependencias y entidades, la 

Procuraduría General de la República y las fiscalías 

o procuradurías locales, los órganos jurisdiccionales 

que no formen parte de los poderes judiciales, las 

Empresas productivas del Estado, así como 

cualquier otro ente sobre el que tenga control 

cualquiera de los poderes y órganos públicos citados 

de los tres órdenes de gobierno; 

 

Que pese a lo anterior, a otros criterios judiciales 

que reconocen que los trabajadores del Infonavit 

son servidores públicos,1 y aun cuando no existe 

JURISPRUDENCIA 2a./J. 9/2013 (10a.)]. Tesis: I.6o.T.160 

L (10a.)  

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. 

PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN QUE DEBE 

LLEVAR A CABO EL JUEZ DE DISTRITO RESPECTO 

DE LAS QUE CONCEDAN LA PROTECCIÓN 

CONSTITUCIONAL CONTRA EL ARTÍCULO 

OCTAVO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY DEL INSTITUTO DEL 
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un criterio jurisprudencial ni un criterio aislado 

público que señale lo contrario a los casos citados, 

el propio Infonavit ha considerado que no le son 

aplicables las leyes de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos como se 

puede observar en la siguiente acta de la Sesión 

Ordinaria Número 126, del Comité de 

Transparencia del Infonavit, Resolución RCT-

0429-07/16, fracción III, numeral Tercero donde 

señala que “La Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos no le 

resulta aplicable a los trabajadores del Infonavit, 

ya que este instituto cuenta con su propia 

normatividad relacionada con responsabilidades y 

sanciones”.2 

  

Sin embargo, de una revisión en el portal del 

Infonavit3, no se aprecia que exista una 

normatividad equivalente a la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas que los rija. 

En todo caso, lo único que es público es la 

existencia de su Código de Ética, el cual fue 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

28 de junio de 2017, aprobado por su Asamblea 

General, y el cual solo consta de reglas y 

principios generales que no recogen los deberes 

previstos en la Constitución Pública de los Estados 

Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, ni 

las leyes o reglamentos del orden federal.  

  

Que han sido públicos varios casos de posible 

corrupción en el Infonavit, por ejemplo, el de 

                                                 

FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 

TRABAJADORES, PUBLICADO EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 

1997, Y SUS ACTOS DE APLICACIÓN. Tesis: P./J. 

14/2012 (10a.) 

 

2http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71

-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-

130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CAC

HEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-

8fb80053e173-mjSvJxn. Fecha de consulta: 2 de abril de 

2019. 

3https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web

/transparencia/marco-

alrededor de 300 mil personas afectadas 

(derechohabientes) por el despojo de sus casas 

adquiridas mediante créditos otorgados por el 

Infonavit debido a una red de fraude que involucra 

personal del instituto, jueces y notarios. De 

acuerdo con medios, mediante la simulación de 

juicios en diversos estados, se adjudicaron miles 

de viviendas en el país, provocando con ello, que 

además de la privación del derecho a la vivienda, 

se violará el derecho del debido proceso de las y 

los derechohabientes; al respecto, las notas 

periodísticas señalan que el Infonavit no agotó los 

medios para exigir el pago de la deuda, inclusive 

no realizó el juicio hipotecario, y procedió a 

recuperar las viviendas y rematarlas por un valor 

mucho menor al comercial.4 

  

Asimismo, considerando que, según medios de 

comunicación5, el Infonavit presentó un amparo 

en contra de la revisión de la Auditoría Superior 

de la Federación sobre sus operaciones de 2017, 

derivado de la denuncia de la Cámara de 

Diputados ante anomalías detectadas en su gasto 

(El Financiero) y que el pasado 20 de diciembre 

de 2017 un juez federal concedió la suspensión 

definitiva a favor del instituto, con lo que se evitó 

la revisión de la Auditoría Superior de la 

Federación (Aristegui Noticias), por ello se hace 

necesario, realizar modificaciones a las leyes para 

asegurar mayor transparencia y rendición de 

cuentas dentro del Infonavit. 

  

normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8z

izdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjC

wMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cD

GH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-

XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtx

QIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQ

SEh/. Fecha de consulta: 5 de abril de 2019. 
4 https://www.eluniversal.com.mx/estados/por-caso-

infonavit-300-mil-afectados. Fecha de consulta: 4 de marzo 

de 2019. 

5 https://elfinanciero.com.mx/empresas/infonavit-evito-

auditoria-con-amparo-asf. Fecha de consulta: 4 de marzo de 

2019. 

 

http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CACHEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173-mjSvJxn
http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CACHEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173-mjSvJxn
http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CACHEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173-mjSvJxn
http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CACHEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173-mjSvJxn
http://portal.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173/CTAI-acta126-130716.pdf?MOD=AJPERES&CONVERT_TO=url&CACHEID=ROOTWORKSPACE-bc895e71-b396-4164-ac03-8fb80053e173-mjSvJxn
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/portal/infonavit.web/transparencia/marco-normativo/!ut/p/z1/04_Sj9CPykssy0xPLMnMz0vMAfIjo8zizdwNDDycTQz93J0sLAwC3UP8nJz9_Y29A0z1w8EKjCwMDNydDIAKLDwsDBzdXD1dLX2MjdwNDfSjcOu3cDGH6sejIIoS-0MNibPfAAdwpMz9IAdG4Tc-XD8KrASfDwiZ4aUflZ6TnwSMrnAn_cjsKkO__HL9gtxQIIgwyDLNVgQAcRlZiQ!!/dz/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/
https://www.eluniversal.com.mx/estados/por-caso-infonavit-300-mil-afectados
https://www.eluniversal.com.mx/estados/por-caso-infonavit-300-mil-afectados
https://elfinanciero.com.mx/empresas/infonavit-evito-auditoria-con-amparo-asf
https://elfinanciero.com.mx/empresas/infonavit-evito-auditoria-con-amparo-asf
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Finalmente, debe recordarse que el Infonavit, 

conforme al artículo 2 de la Ley del Infonavit, 

lleva a cabo un servicio social en beneficio de las 

y los trabajadores para la realización del derecho 

humano a la vivienda. Este derecho humano se 

encuentra reconocido y protegido en el artículo 4 

constitucional, así como en diversos instrumentos 

internacionales, por mencionar algunos: el artículo 

25 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, artículo 11 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

artículo 32 de la Carta de la Organización de 

Estados Americanos.  

  

Al respecto, el Estado mexicano, mediante el 

Infonavit, promueve la creación de condiciones 

que ayudan a las personas a tener acceso a una 

vivienda digna y decorosa, y que entre las 

obligaciones del estado está el procurar la 

realización progresiva de los derechos humanos. 

  

Derivado de lo anterior, es de interés público que 

el instituto encargado de administrar los recursos 

del Fondo Nacional de la Vivienda, mecanismo 

por medio del cual las y los trabajadores acceden 

a créditos que les permite adquirir una vivienda 

adecuada, se sujete a los controles de la 

administración pública y guíe su labor conforme a 

sus principios.  

  

Por lo anterior, se considera que, con el objeto de 

otorgar certeza sobre los límites y 

responsabilidades del actuar de todos los 

trabajadores del Infonavit o quienes ocupen 

cualquier empleo, cargo o comisión dentro del 

mismo en términos del artículo 108 de la Carta 

Magna, así como garantizar la rendición de 

cuentas por quienes administran un fondo público 

integrado por los recursos de los trabajadores de 

acuerdo con el artículo 123, apartado A, fracción 

XII de la Carta Magna; es preciso reformar la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas 

para aclarar que independientemente del tipo de 

relación laboral que se tenga con la dependencia o 

entidad gubernamental, así como del origen de los 

recursos presupuestales de dicha dependencia o 

entidad, al ejercer cualquier empleo, cargo o 

comisión en ellas, la persona es sujeta el régimen 

disciplinario de los servidores públicos. 

Asimismo, es preciso reformar la Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación para aclarar que la Auditoría Superior 

de la Federación puede revisar el gasto del 

Infonavit. 

  

Lo anterior es además congruente con las diversas 

interpretaciones que han realizado los tribunales 

mexicanos, así como con el objeto social del 

propio Infonavit. 

  

Para que mi propuesta sea más entendible, se 

muestra el siguiente cuadro comparativo: 

 

LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS 

Ley actual: Propuesta: 

“Artículo 3. Para 

efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

I a X … 

X. Ente público: 

Los Poderes 

Legislativo y 

Judicial, los órganos 

constitucionales 

autónomos, las 

dependencias y 

entidades de la 

Administración 

Pública Federal, y 

sus homólogos de las 

entidades 

federativas, los 

municipios y 

alcaldías de la 

Ciudad de México y 

sus dependencias y 

entidades, la 

Procuraduría 

General de la 

República y las 

fiscalías o 

“Artículo 3. Para 

efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

I a X … 

X. Ente público: Los 

Poderes Legislativo y 

Judicial, los órganos 

constitucionales 

autónomos, las 

dependencias y 

entidades de la 

Administración 

Pública Federal, y sus 

homólogos de las 

entidades federativas, 

los municipios y 

alcaldías de la 

Ciudad de México y 

sus dependencias y 

entidades, la 

Procuraduría General 

de la República y las 

fiscalías o 

procuradurías 

locales, los órganos 

jurisdiccionales que 
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procuradurías 

locales, los órganos 

jurisdiccionales que 

no formen parte de 

los poderes 

judiciales, las 

Empresas 

productivas del 

Estado, así como 

cualquier otro ente 

sobre el que tenga 

control cualquiera de 

los poderes y 

órganos públicos 

citados de los tres 

órdenes de 

gobierno;… 

 

 

 

 

 

 

XI a XXIV … 

XXV. Servidores 

Públicos: Las 

personas que 

desempeñan un 

empleo, cargo o 

comisión en los entes 

públicos, en el 

ámbito federal y 

local, conforme a lo 

dispuesto en el 

artículo 108 de la 

Constitución Política 

de los Estados 

Unidos Mexicanos; 

… 

 

 

 

 

XXVI a XXVII …” 

no formen parte de 

los poderes 

judiciales, las 

Empresas 

productivas del 

Estado, así como 

cualquier otro ente 

sobre el que tenga 

control, directo o 

indirecto, cualquiera 

de los poderes y 

órganos públicos 

citados de los tres 

órdenes de gobierno, 

independientemente 

de la naturaleza y 

origen de su 

presupuesto, 

incluyendo el 

organismo que 

administre los 

recursos del fondo a 

que se refiere el 

artículo 123, 

apartado A, 

fracción XII de la 

Constitución;… 

XI a XXIV … 

XXV. Servidores 

Públicos: Las 

personas que 

desempeñan 

cualquier empleo, 

cargo o comisión en 

los entes públicos, en 

el ámbito federal y 

local, conforme a lo 

dispuesto en el 

artículo 108 de la 

Constitución Política 

de los Estados 

Unidos Mexicanos, 

independientemente 

del tipo de relación 

 laboral que tengan 

con dicho ente 

público o la 

naturaleza del 

presupuesto de 

dicho ente; … 

XXVI a XXVII …” 

 

LEY DE FISCALIZACIÓN Y 

RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 

FEDERACIÓN 

Ley actual: Propuesta: 

“Artículo 4. Para 

efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

I a VIII … 

IX. Entes Públicos: Los 

Poderes Legislativo y 

Judicial, los órganos 

constitucionales 

autónomos, los órganos 

jurisdiccionales que no 

formen parte del Poder 

Judicial, las 

dependencias, entidades 

de la Administración 

Pública Federal, y sus 

homólogos de las 

entidades federativas, 

los municipios y 

alcaldías de la Ciudad 

de México y sus 

dependencias y 

entidades, la 

Procuraduría General de 

la República y las 

fiscalías o procuradurías 

locales, las empresas 

productivas del Estado y 

sus subsidiarias, así 

como cualquier otro 

ente sobre el que tenga 

control sobre sus 

decisiones o acciones 

“Artículo 4. Para 

efectos de esta 

Ley se entenderá 

por: 

I a VIII … 

IX. Entes 

Públicos: Los 

Poderes 

Legislativo y 

Judicial, los 

órganos 

constitucionales 

autónomos, los 

órganos 

jurisdiccionales 

que no formen 

parte del Poder 

Judicial, las 

dependencias, 

entidades de la 

Administración 

Pública Federal, y 

sus homólogos de 

las entidades 

federativas, los 

municipios y 

alcaldías de la 

Ciudad de México 

y sus 

dependencias y 

entidades, la 

Procuraduría 
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cualquiera de los 

poderes y órganos 

públicos citados;… 

 

 

 

 

 

 

 

X a XXXIII …” 

General de la 

República y las 

fiscalías o 

procuradurías 

locales, las 

empresas 

productivas del 

Estado y sus 

subsidiarias, así 

como cualquier 

otro ente sobre el 

que tenga control, 

directo o 

indirecto, sobre 

sus decisiones o 

acciones 

cualquiera de los 

poderes y órganos 

públicos citados, 

independienteme

nte de la 

naturaleza y 

origen de su 

presupuesto, 

incluyendo el 

organismo que 

administre los 

recursos del 

fondo se refiere 

el artículo 123, 

apartado A, 

fracción XII de la 

Constitución;… 

X a XXXIII …” 

 

 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta Honorable Asamblea el 

siguiente proyecto de iniciativa de decreto, que 

reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y la Ley de Fiscalización y 

Rendición de Cuentas de la Federación. 

Artículo único. Se reforman el artículo 3, 

fracciones X y XXV de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y el artículo 4, 

fracción IX de la Ley de Fiscalización y Rendición 

de Cuentas de la Federación, para quedar como 

sigue: 

 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS. 

 
“Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá 

por: 

I a X… 

X. Ente público: Los Poderes Legislativo y Judicial, 

los órganos constitucionales autónomos, las 

dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, y sus homólogos de las entidades 

federativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad 

de México y sus dependencias y entidades, la 

Procuraduría General de la República y las fiscalías 

o procuradurías locales, los órganos jurisdiccionales 

que no formen parte de los poderes judiciales, las 

Empresas productivas del Estado, así como cualquier 

otro ente sobre el que tenga control, directo o 

indirecto, cualquiera de los poderes y órganos 

públicos citados de los tres órdenes de gobierno, 

independientemente de la naturaleza y origen de 

su presupuesto, incluyendo el organismo que 

administre los recursos del fondo a que se refiere 

el artículo 123, apartado A, fracción XII de la 

Constitución; […] 

 

XI a XXIV…. 

 

XXV. Servidores Públicos: Las personas que 

desempeñen cualquier empleo, cargo o comisión en 

los entes públicos, en el ámbito federal y local, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, independientemente del tipo de 

relación laboral que tengan con dicho ente público 

o a la naturaleza del presupuesto de dicho ente; 

[…]” 

  

 

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN 

DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN 

 

“Artículo 4.- Para efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I a VIII… 
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IX. Entes Públicos: Los Poderes Legislativo 

y Judicial, los órganos constitucionales 

autónomos, los órganos jurisdiccionales que 

no formen parte del Poder Judicial, las 

dependencias, entidades de la 

Administración Pública Federal, y sus 

homólogos de las entidades federativas, los 

municipios y alcaldías de la Ciudad de 

México y sus dependencias y entidades, la 

Procuraduría General de la República y las 

fiscalías o procuradurías locales, las 

empresas productivas del Estado y sus 

subsidiarias, así como cualquier otro ente 

sobre el que tenga control, directo o 

indirecto, sobre sus decisiones o acciones 

cualquiera de los poderes y órganos públicos 

citados, independientemente de la 

naturaleza y origen de su presupuesto, 

incluyendo el organismo que administre 

los recursos del fondo se refiere el artículo 

123, apartado A, fracción XII de la 

Constitución;” […] 

X a XXXIII … […]” 

 

Transitorio 
 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 

2019 

 

Dip. Alejandro Carvajal Hidalgo 

 

 

 

 

 
 

 

                                                 
1 https://www.ine.mx/principios-rectores-plan-estrategico/ 

DEL DIP. ALEJANDRO CARVAJAL HIDALGO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA EL ARTÍCULO 254, INCISO 1, FRACCIÓN 

G DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

  
El que suscribe, Alejandro Carvajal Hidalgo, 

diputado federal de la LXIV Legislatura del 

Honorable Congreso de la Unión, integrante del 

Grupo Parlamentario de Partido Morena, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 6, fracción I 

y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

presento ante esta soberanía la presente iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se reforma y 

adiciona el artículo 254, inciso 1, fracción “g” de 

la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales. 

 

Exposición de motivos 
 

El INE es el organismo público autónomo 

encargado de organizar los procesos electores 

federales en México, así como en combinación de 

los organismos electorales de las entidades 

federativas, las elecciones locales en los estados de 

la República y la Ciudad de México, siempre en 

estricto apego a los principios rectores que rigen 

cada una de sus actividades1: 

 
1.    Certeza. - Se refiere a que todas las acciones que 

desempeñe el INE estarán dotadas de veracidad, 

certidumbre y apego a los hechos. 

2.    Legalidad. - Implica que en el ejercicio de las 

atribuciones y el desempeño de las funciones que 

tiene encomendadas, el INE debe observar 

escrupulosamente el mandato Constitucional que las 

delimita y las disposiciones legales que la 

reglamentan. 

3.Independencia. - Es la garantía y atributos con los 

que cuentan los órganos y autoridades para actuar 

con absoluta libertad y respondiendo exclusivamente 

a la ley. 

4.Imparcialidad. - Todo personal del INE debe velar 

por el interés de la sociedad y por los valores 

fundamentales de la democracia. 

 

https://www.ine.mx/principios-rectores-plan-estrategico/
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5.Objetividad. - Corresponde a la obligación de 

percibir e interpretar los hechos por encima de 

visiones y opiniones parciales o unilaterales. 

6.Máxima Publicidad. - Todos los actos y la 

información en poder del INE son públicos. Sólo 

podrán ser reservados en casos previstos por la ley y 

plenamente justificados. 

 

El propio INE estableció dentro de sus objetivos 

estratégicos el fortalecer la confianza y 

participación ciudadana en la vida democrática y 

política del país, mediante la participación 

ciudadana en la integración de las Mesas 

Directivas de Casilla.2  

 

En ese sentido, el 23 de mayo de 2014, fue 

publicada en el Diario Oficial de la Federación, la 

Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales (LGIPE)3, y tal como lo establece en 

su artículo primero, es un ordenamiento de orden 

público y de observancia general en el territorio 

nacional y para los ciudadanos que ejerzan su 

derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene 

por objeto establecer las disposiciones aplicables 

en materia de instituciones y procedimientos 

electorales, distribuir competencias entre la 

federación y las entidades federativas en estas 

materias, así como la relación entre el Instituto 

Nacional Electoral y los Organismos Públicos 

Locales. 

 

La LGIPE, en sus artículos 81 y 82 precisa que las 

mesas directivas de casilla por mandato 

constitucional, son los órganos electorales 

formados por ciudadanos facultados para recibir la 

votación y realizar el escrutinio y cómputo en cada 

una de las secciones electorales en que se dividan 

los 300 distritos electorales y las demarcaciones 

electorales de las entidades de la República, y que 

como autoridad electoral tienen a su cargo, durante 

la jornada electoral, respetar y hacer respetar la 

libre emisión y efectividad del sufragio, garantizar 

el secreto del voto y asegurar la autenticidad del 

escrutinio y cómputo, y que se integrarán con un 

                                                 
2https://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/con

tenido/Que_es/ 

 

presidente, un secretario, dos escrutadores, y tres 

suplentes generales.  

 

La citada ley establece los requisitos para ser 

integrante de mesa directiva de casilla, en su 

artículo 83, que señala: 

 
Artículo 83. Para ser integrante de mesa directiva de 

casilla se requiere:  

 

a) Ser ciudadano mexicano por nacimiento que no 

adquiera otra nacionalidad y ser residente en la 

sección electoral que comprenda a la casilla;  

b) Estar inscrito en el Registro Federal de Electores;  

c) Contar con credencial para votar;  

d) Estar en ejercicio de sus derechos políticos;  

e) Tener un modo honesto de vivir;  

f) Haber participado en el curso de capacitación 

electoral impartido por la junta distrital ejecutiva 

correspondiente;  

g) No ser servidor público de confianza con mando 

superior, ni tener cargo de dirección partidista de 

cualquier jerarquía, y  

h) Saber leer y escribir y no tener más de 70 años al 

día de la elección. 

 

Parte importante del desarrollo de las actividades 

de las mesas directivas de casilla, es el secretario, 

quien, de acuerdo con la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, tiene 

las siguientes atribuciones: 

 
Artículo 86. 1. Son atribuciones de los secretarios de 

las mesas directivas de casilla: 

 
a) Levantar durante la jornada electoral las actas 

que ordena esta Ley y distribuirlas en los términos 

que el mismo establece;  

b) Contar, inmediatamente antes del inicio de la 

votación y ante los representantes de partidos 

políticos que se encuentren presentes, las boletas 

electorales recibidas y anotar el número de folios de 

las mismas en el acta de instalación;  

c) Comprobar que el nombre del elector figure en la 

lista nominal correspondiente;  

d) Recibir los escritos de protesta que presenten los 

representantes de los partidos políticos;  

e) Inutilizar las boletas sobrantes de conformidad 

con lo dispuesto en el inciso a) del párrafo 1 del 

artículo 290 de esta Ley, y  

3http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_27

0117.pdf 

 

https://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Que_es/
https://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Que_es/
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_270117.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_270117.pdf
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f) Las demás que les confieran esta Ley. 

 

La LGIPE, en su artículo 254 cita el procedimiento 

para integrar las mesas directivas de casilla, y 

señala en su fracción d), que las juntas harán una 

evaluación imparcial y objetiva para seleccionar, 

en igualdad de oportunidades, con base en los 

datos que los ciudadanos aporten durante los 

cursos de capacitación, a los que resulten aptos en 

términos de esta ley, prefiriendo a los de mayor 

escolaridad e informará a los integrantes de los 

consejos distritales sobre todo este procedimiento, 

por escrito y en sesión plenaria;  

 

En ese sentido, de acuerdo a cifras oficiales, en el 

pasado proceso electoral 2017-2018, participaron 

908,301 ciudadanos participaron como 

funcionarias/os de casilla, seleccionados bajo el 

proceso legal establecido, para participar en las 

156,807 casillas que fueron instaladas. 

 

La Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, en su artículo 309, párrafo 1, señala 

que el cómputo distrital de una elección es la suma 

que realiza el consejo distrital, de los resultados 

anotados en las actas de escrutinio y cómputo de 

las casillas en un distrito electoral, señalando al 

efecto en su artículo 311 el procedimiento del 

mismo: 

 
Artículo 311.  

 

1. El cómputo distrital de la votación para diputados 

se sujetará al procedimiento siguiente:  

 

a) Se abrirán los paquetes que contengan los 

expedientes de la elección que no tengan muestras de 

alteración y siguiendo el orden numérico de las 

casillas; se cotejará el resultado del acta de 

escrutinio y cómputo contenida en el expediente de 

casilla con los resultados que de la misma obre en 

poder del presidente del consejo distrital. Si los 

resultados de ambas actas coinciden, se asentará en 

las formas establecidas para ello;  

 

b) Si los resultados de las actas no coinciden, o se 

detectaren alteraciones evidentes en las actas que 

generen duda fundada sobre el resultado de la 

elección en la casilla, o no existiere el acta de 

escrutinio y cómputo en el expediente de la casilla ni 

obrare en poder del presidente del consejo, se 

procederá a realizar nuevamente el escrutinio y 

cómputo de la casilla, levantándose el acta 

correspondiente. Para llevar a cabo lo anterior, el 

secretario del consejo, abrirá el paquete en cuestión 

y cerciorado de su contenido, contabilizará en voz 

alta, las boletas no utilizadas, los votos nulos y los 

votos válidos, asentando la cantidad que resulte en el 

espacio del acta correspondiente. Al momento de 

contabilizar la votación nula y válida, los 

representantes de los partidos políticos que así lo 

deseen y un consejero electoral, verificarán que se 

haya determinado correctamente la validez o nulidad 

del voto emitido, de acuerdo a lo dispuesto por el 

artículo 291 de esta Ley.  

Los resultados se anotarán en la forma establecida 

para ello dejándose constancia en el acta 

circunstanciada correspondiente; de igual manera, 

se harán constar en dicha acta las objeciones que 

hubiese manifestado cualquiera de los 

representantes ante el consejo, quedando a salvo sus 

derechos para impugnar ante el Tribunal Electoral 

el cómputo de que se trate. En ningún caso se podrá 

interrumpir u obstaculizar la realización de los 

cómputos;  

 

c) En su caso, se sumarán los votos que hayan sido 

emitidos a favor de dos o más partidos coaligados y 

que por esa causa hayan sido consignados por 

separado en el apartado correspondiente del acta de 

escrutinio y cómputo de casilla. La suma distrital de 

tales votos se distribuirá igualitariamente entre los 

partidos que integran la coalición; de existir 

fracción, los votos correspondientes se asignarán a 

los partidos de más alta votación;  

 

d) El Consejo Distrital deberá realizar nuevamente 

el escrutinio y cómputo cuando:  

 

I. Existan errores o inconsistencias evidentes en los 

distintos elementos de las actas, salvo que puedan 

corregirse o aclararse con otros elementos a 

satisfacción plena de quien lo haya solicitado;  

 

II. El número de votos nulos sea mayor a la 

diferencia entre los candidatos ubicados en el 

primero y segundo lugares en votación, y 

 

III. Todos los votos hayan sido depositados a favor 

de un mismo partido.  

 

e) A continuación se abrirán los paquetes con 

muestras de alteración y se realizarán, según sea el 

caso, las operaciones señaladas en los incisos 

anteriores, haciéndose constar lo procedente en el 

acta circunstanciada respectiva;  

 

f) La suma de los resultados, después de realizar las 

operaciones indicadas en los incisos anteriores, 

constituirá el cómputo distrital de la elección de 
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diputados de mayoría que se asentará en el acta 

correspondiente;  

 

g) Acto seguido, se abrirán los paquetes en que se 

contengan los expedientes de las casillas especiales, 

para extraer el de la elección de diputados y se 

procederá en los términos de los incisos a) al e) de 

este párrafo; 

 

h) Durante la apertura de paquetes electorales 

conforme a lo señalado en los incisos anteriores, el 

presidente o el secretario del consejo distrital 

extraerá: los escritos de protesta, si los hubiere; la 

lista nominal correspondiente; la relación de 

ciudadanos que votaron y no aparecen en la lista 

nominal, así como las hojas de incidentes y la demás 

documentación que determine el Consejo General en 

acuerdo previo a la jornada electoral. De la 

documentación así obtenida, se dará cuenta al 

consejo distrital, debiendo ordenarse conforme a la 

numeración de las casillas. Las carpetas con dicha 

documentación quedarán bajo resguardo del 

presidente del consejo para atender los 

requerimientos que llegare a presentar el Tribunal 

Electoral u otros órganos del Instituto;  

 

i) El cómputo distrital de la elección de diputados por 

el principio de representación proporcional, será el 

resultado de sumar las cifras obtenidas según los dos 

incisos anteriores, y se asentará en el acta 

correspondiente a la elección de representación 

proporcional;  

j) El consejo distrital verificará el cumplimiento de 

los requisitos formales de la elección y asimismo, que 

los candidatos de la fórmula que haya obtenido la 

mayoría de votos cumplan con los requisitos de 

elegibilidad previstos en el artículo 10 de esta Ley, y  

 

k) Se harán constar en el acta circunstanciada de la 

sesión los resultados del cómputo, los incidentes que 

ocurrieren durante la misma y la declaración de 

validez de la elección y de elegibilidad de los 

candidatos de la fórmula que hubiese obtenido la 

mayoría de los votos… 
  

Y es en este sentido que el suscrito presenta la 

siguiente iniciativa, en virtud de que como se 

encuentra documentado en el proceso electoral 

anterior, se encontraron diversas irregularidades 

en el llenado de actas, que conllevaron la apertura 

para el caso de la elección presidencial de 117,634 

paquetes electorales, lo que representó el 75% 

(setenta y cinco por ciento) de la totalidad de las 

actas computadas (156,840), por lo que para 

garantizar un mejor llenado de las mismas, tarea 

que corresponde al secretario de la mesa directiva 

de casilla, es que pongo a consideración la 

siguiente propuesta a efecto de que el ciudadano 

con mayor escolaridad ocupe dicha posición 

dentro de la misma. 

 

Para que mi propuesta sea más entendible, se 

muestra el siguiente cuadro comparativo: 

 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

 

Ley actual Propuesta 

Artículo 254.  

1. El procedimiento 

para integrar las 

mesas directivas de 

casilla será el 

siguiente:  

a) … 

b) … 

c) … 

d) …  

e) …  

f) …  

g) … A más tardar el 

8 de abril las juntas 

distritales integrarán 

las mesas directivas 

de casilla con los 

ciudadanos 

seleccionados, 

conforme al 

procedimiento 

descrito en el inciso 

anterior, y 

determinarán según 

su escolaridad las 

funciones que cada 

uno desempeñará en 

la casilla. Realizada 

la integración de las 

mesas directivas, las 

juntas distritales, a 

más tardar el 10 de 

abril del año en que 

se celebre la 

elección, ordenarán 

Artículo 254.  

1. El procedimiento 

para integrar las mesas 

directivas de casilla 

será el siguiente:  

a) … 

b) … 

c) … 

d) …  

e) …  

f) …  

g) … A más tardar el 8 

de abril las juntas 

distritales integrarán 

las mesas directivas de 

casilla con los 

ciudadanos 

seleccionados, 

conforme al 

procedimiento 

descrito en el inciso 

anterior, y 

determinarán según su 

escolaridad las 

funciones que cada 

uno desempeñará en la 

casilla, seleccionando 

en todo caso como 

secretario de la 

misma, al de mayor 

escolaridad. 

Realizada la 

integración de las 

mesas directivas, las 

juntas distritales, a 
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la publicación de las 

listas de sus 

miembros para todas 

las secciones 

electorales en cada 

distrito, lo que 

comunicarán a los 

consejos distritales 

respectivos, y  

 

 

 

h) …  

2. … 

3. … 

 

más tardar el 10 de 

abril del año en que se 

celebre la elección, 

ordenarán la 

publicación de las 

listas de sus miembros 

para todas las 

secciones electorales 

en cada distrito, lo que 

comunicarán a los 

consejos distritales 

respectivos, y  

h) …  

2. … 

3. … 

 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta Honorable Asamblea el 

siguiente Proyecto De Iniciativa de Decreto que 

reforma y adiciona el artículo 254 inciso 1, 

fracción “g” de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales. 

 

Artículo Único. Se reforma el artículo 254, inciso 

1, fracción “g” de la Ley General de Instituciones 

y Procedimientos Electorales, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 254.  

 

1. El procedimiento para integrar las mesas 

directivas de casilla será el siguiente:  

a) … 

b) … 

c) … 

d) …  

e) …  

f) …  

g) … A más tardar el 8 de abril las juntas 

distritales integrarán las mesas directivas de 

casilla con los ciudadanos seleccionados, 

conforme al procedimiento descrito en el 

inciso anterior, y determinarán según su 

escolaridad las funciones que cada uno 

desempeñará en la casilla, seleccionando en 

todo caso como secretario de la misma, al 

de mayor escolaridad. Realizada la 

integración de las mesas directivas, las 

juntas distritales, a más tardar el 10 de abril 

del año en que se celebre la elección, 

ordenarán la publicación de las listas de sus 

miembros para todas las secciones 

electorales en cada distrito, lo que 

comunicarán a los consejos distritales 

respectivos, y  

h) …  

2. … 

3. … 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 25 de abril de 

2019 

 

Dip. Alejandro Carvajal Hidalgo 
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